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I

1. El objeto de este estudio es analizar los recursos contra
las sentencias definitivas de dos de los Tribunales Administra-
tivos Internacionales actualmente existentes': el Tribunal Ad-
ministrativo de las Naciones Unidas® y el Tribunal Administra-
tivo de la Organizacién Internacional del Trabajo®.

1. No nos referiremos a otros Tribunales Administrativos Internaciona-
les: el Tribunal Administrativo del Banco Mundial y el Tribunal Adminis-
trativo de la Organizacion de los Estados Americanos. Sobre la cuestién
de los Tribunales Administrativos en general, Suzanne Bastid, Les Tri-
bunaux Administratifs Internationaux et Leur Jurisprudence, Recueil des
Cours, Académie de Droit International, 1957, Vol. II.

Sobre este Tribunal: Byung Chul Kol, The Urited Nations Adminis-
trative Tribunal, Louisiana State University Press, Baton Rouge, 1966
Suzannc Bastid, «Le Tribunal Administratif des Nations Uniess, Conseil
d’Etat, Etudes et Documents, N* 22 (1969), Paris 1970, Una amplia biblic-
grafia puede encontrarse en el libro de Byung Chul Kol, pp. 165173 ¥
en los volumenes publicados por las Naciones Unidas, Jugements du Tri-
bunal Administratif des Nations Unies, Affaires 1 a 70, 1950-1957 (pp. 410-
413), New York 1962; N 71 a 86, 1958-1962 (pp. 144-145), New York 1963;
N 87 a 113, 1963-1967 (pp. 333-335), New York 1969. En espafiol la bibliogra-
fia sobre Tribunales Administrativos vy Derecho Interno de los Qrganismos
Internacionales es practicamentc incxistente, con excepcién del estudio
de Suzanne Bastid, «El Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas»,
Cursos y Cornferencias, Afio Académico 1956-1957, Escuela de Funcionarios
Internacionales, Madrid. Su Estatuto ha sido publicado en espaiiol en la
cbra de Luis Miguel Diaz, Instrumentos Administrativos Fundamentales de
Organizaciones Imternacionales, T. 1, UNAM, Mcxico 1980; pp. 11-16.

3. Francis Wolf, «Le Tribunal Administratif de 1'Organization Interna-
tional du Travails, Révue Générale de Droit Imternational Public, 1954, p.
279; Francis Wolf, Le Tribunal Administratif de 1'Organisation Internatio-
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La importancia creciente de la jurisdiccién administrativa in-
ternacional —manifestacién organica y procesal de un capitulo
de la nueva rama del Derecho Internacional denominada Dere-
cho Administrative Internacional, también llamado Derecho In-
terno de las Orgnizaciones Internacionales*— y del fenémeno
especifico de la funcién publica internacional?, asi como la exis-
tencia de varios recursos de este tipo interpuestos en el pasado
ante la Corte Internacional de Justicia® o actualmente en tra-
mite ante este érgano’, son la mejor demostracion del interés
del tema.

2. Hay que precisar, inicialmente, que no estudiariamos la
cuestién del recurso de revisién, ante el propio Tribunal, contra

nal du Travail (Origine et évolution), Conscil d’Etat, Etudes et Documients,
N~ 22 (1969), Paris 1970. Una referencia bibliografica se encuentra en cste
estudio de Wolf (p. 53, nota 1), El Estatuto ha side publicado en espariol
por la Oficina Internacional del Trabajo v se encuentra también en el
libro ya citado en la nota 2 de Luis Miguei Dfaz, pp. 12521262, T. II. El
Tribunal Administrative de la OIT tiene competencia, en virtud de habér-
sele otorgado por los organismos correspondientes, en los recursos plan-
teados contra 20 organizaciones intcrnacionales ademas de la OIT. El nu-
mero de funcionarios que tienen acceso al Tribunal de la OIT es de
24.840. Las organizaciones internacionales que han reconocido su compe-
tencia son: OMN, FAQ, ICITO-GATT, OIEA, OMPI, UPU, OMT, CERN,
EUROCONTROL, IIB, OEB, ESO, CIPEC, AELL, UNION INTERPARLA-
MENTAIRE, LEBM, CAFIAD, OCTI (Véase OIT, Doc. GB.215/PFA/15/17).

4. Facsaneau, Le Droit Interne de I'Organisation des Nations Unies,
AF.DI, 1967, W. Jenks, The Proper Law of International Organizations,
London 1962; Paul Reuter, Organisations Internationales et PEvolation du
Droit, Mélanges Mestres, Paris 1956; M. B, Akehurt, The Law Governing
Employment in International Organizations, Cambridge 1967; P. Cahier, Le
Droit Interne des Organisations Internationales, Révue Générale de Droit
International Public, 1963; M. Decleva, Il Diritto Interno delle Unione In-
ternationali, Padova 1962; F. Durante, L'Ordinamento Interno delle Nazioni
Unite, Milano 1964.

5. Georges Langrod, La Fonction Publique Intérnationale, sa Genése,
son Essense, son Evolution, Sythoff 1963; Suzanne Bastid, Les Fonction-
naires Internationaux, Paris 1971; M. Bedjaoui, Fonction Publique Inter-
nafionale, London 1958; José M. Ruda, EI Estado v los Funcionarios In-
ternacionales, Homenaje al Prof. Miaja de la Muela, Madrid 1979, T. II,
p. 759; D. Ruzie, Les Fonctionnaires Internationaux, Paris 1970.

6. Effet de Jugements du Tribunal Administratif des Nations Unies
Accordant Indemnité, C.1.J,, Recueil 1954; Jugements du Tribunal Adminis-
tratif de I'OIT sur requétes contre VUNESCO, C.1.J., Recueil, 1956, Demande
de Réformation du Jugement N 158 du Tribunal Administratif des Na-
tions Unies, C.1.J., Recueil, 1973.

7. Demande de Réformation du Jugement No° 273 du Tribunal Admi.
nistratif des Nations Unies, C.1.J,, 1981, Enregistrée au Greffe de la Cour
le 28 juillet 1981, Ordonnances du 6 aout 1981 ¢t 8 octobre 1981. Tenemos
entendido que en la OIT dos funcionarios se han dirigido en 1981, al Con-
sejo de Administracidon de la OIT para poner en movimiento el procedi-
miento del Articulo 12 del Estatulo del Tribunal. La Mesa del Consejo
ne ha dado curso a ningunc de los dos planteamientos.
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las sentencias definitivas dictadas por los dos Tribunales Inter-
nacionales a los que nos estamos refiriendo.

El recurso de revision esta previsto en el actual Articulo 12
del Estatuto del Tribunal Administrativo de las Naciones Uni-
das, incluido en 1953°* El Tribunal Administrativo de las Nacio-
nes Unidas se ha reconocido asimismo, sin texto expreso de su
Estatuto, competente para conocer en recursos de interpreta-
cién contra las sentencias®.

El Estatuto del Tribunal Administrativo de Ja OIT no esta-
blece expresamente el recurso de revisién, pero su jurispruden-
cia lo ha admitido, desarrollando la naturaleza, las caracteristi-
cas v los limites de este recurso .

3. La regulacién del recurso de «impugnacion»' o de «re-

forma» 2, ante la Corte Internacional de Justicia, contra las sen-
tencias de los Tribunales Administrativos de las Naciones Unidas
y de la OIT, que en ambos Estatutos se instrumentan mediante
un pedido de opinién consultiva de la Corte Internacional de
Justicia, creando con ello, como luego veremos, engorrosisimos
problemas juridicos, v en el que interviene, en el caso de las
Naciones Unidas, un Comité de solicitudes de reforma de las sen-
tencias del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas ® y

8. La Corte Internacional de Justicia ha dicho scbre este «recursom,
antes de que se estableciera un texto expreso en el Estatuto: «Esta regla,
que figura en el Articulo 10, parrafo 2, no puedec considerarse, sin embargo,
en el sentido de que prohiba al Tribunal revisar por si mismo una senten-
cia, en circunstancias particularcs, cuando se hayan descubierto hechos de
importancia decisiva, y el Tribunal haya va ejercido este poder. Semejante
revisién estrictamente limitada, hecha por el mismo Tribunal, no puede
considerarse como un 'recurse’ en el sentido de este Articulo, y estaria
conforme a las reglas generalmente establecidas en los Estatutos o le-
ves concernientes a los Tribunales de Justicia, como, por ejemplo, el
Articulo 61 del Estatuto del Tribunal Internacional de Justicia», C.{.J. Re-
cueil, 1954, p. 55.

9. Suzanne Bastid, Le Tribunal, cit., p. 30. Caso N~ 61, Crawford, del
2 de diciembre de 1955 (Jugements du Tribunal Administratif des Nations
Unies, Affaires 1 a 70, New York 1962, pp. 303-312).

1. Affaire de Villegas N~ 4 (Requete en Révision), Jugement N.° 442
del 14 de mayo de 1981.

11. La palabra «impugnacion» es la que usa ¢l parrafo 1 del Articulo
12 del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OIT y el Articulo 1t,
%éljx&afo I, del Estatuto del Tribunal Administrative de las Naciones

nidas.

12. La Corte Internacional de Justicia, en los casos gue ha tenide o
tiene ante si, por impugnaciones que ha tenido contra sentencias del Tri-
bunal Adminisirativo de las Naciones Unidas, ha titulado los recursos
«Demandé de Réformations du Jugement No... du Tribunal Administratif
des Nations Unies».

13. El parrafo 4 del Articulo 11 del Estatuto del Tribunal Adminis-
trativo de las Naciones Unidas dice: «A los efectos de este Articulo, se
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en la OIT el Conscjo de Administracion , ha sido calificado como
«una especie de recurso de casacién» . Luego estudiaremos
quiénes son titulares del derecho a presentar el recurso, los 6r-
ganos que lo califican y tienen la competencia para pedir la opi-
nién consultiva, las causales exigidas para pronunciarse sobre
la irrcgularidad del fallo del Tribunal y la naturaleza del pro-
nunciamiento de la Cortc Iniernacional de Justicia.

Ahora sélo nos interesa precisar que, aunque anilogos en
lo esencial, estos dos recursos no son iguales, ya que su regu-
lacién en los Estatutos de los dos Tribunales no es totalmente
coincidente,

Mids adelante hemos de expresar nuestra opinién scbre la
posible armonizacién de los Estatutos en esta materia, en apli-
cacion de la sugerencia hecha por la Asamblea General de las
Naciones Unidas en su Decision 34/438 del 17 de diciembre de
1979 *. Sin embargo, es util adelantar desde ya, para combatir
un criterio erréneo al respecto, a que puede conducir una inter-
pretacién inadecuada de algin documento oficial ¥, que armo-
nizar los dos Estatutos no significa aceptar uno en perjuicio del
otro, sino buscar una férmula comiin y mejor que, en el caso de

establecc un Comité autorizado, en virtud del parrafo 2 del Articulo 96
de la Carta, para solicitar opiniones consultivas de la Corte. El Comité
estard compuesto de los Estados Miembros, cuyos representantes hayan
formado parte de la Mesa de la Asamblea General en el periodo ordinario
de scsiones méas reciente. El Comité se reunird en la sede de las Naciones
Unidas y adoptard su propio Reglamento», Véase G. BENAR v HERNAND, Le
Comité Chargé des Demandes de Réformation des Jugements du Tribunal
Administratif des Nations Unies, Annales de la Faculté de Droit Interna-
tional, Vol. 6, 1957, pp. 511-521.
14. M. R. pE LacuarriiErg, citado por F. Wolf, op. cit., p. 66, nota 2.
15. El Consejo de Administracion de la Oficina Internacional del Tra-
bajo, ha estudiado los problemas que plantea esta posible armonizacién.
Lucgo citaremos los criterios afirmados, en lo que tienen que ver en
dicha armonizacién, con respecio al recurso contra la Corte Internacional
de Justicia (Doctos. GB.213/PFA/9/14; GB.215/PFA/15/17 y GB.215/10/26).
16. En su 106 Sesion Plenaria, el 17 de diciembre de 1979, la Asamblea
General por recomendacién de la Quinta Comisién, decidié: a) Pedir al
Secretario General y a los colegas del Comité Administrativo de Coordi-
nacion que intentaran lograr una armonizacién progresiva v un desarroilo
ulterior de los estatutos, reglamenlos y practicas del Tribunal Administra-
tivo de la OIT y del Tribunal Administrativo de fas Naciones Unidas, con
miras a reforzar el sistema comun y a lograr el objetivo de establecer
un Tribunal @nico; b} Pedir al Sceretario General que informase sobre el
particular a la Asamblea General en su Vigésimosexio Pericdo de Sesiones.
17. OIT, Doc. GB.215/PFA/15/17, parr. 51, b, dice: «Sobre esta cuestidn
de suma importancia —modalidades de recurso ante la Corte Internacional
de Justicia—, parece que las mejoras que pudieran iniroducirse en el
Estatuto del TA/OIT no dcben tender neccsariamente armonizar el Es-
tatuto del TA/OIT con el TA/NU, sino mas bien a tratar de buscar solu-
ciones nuevas mds satislactorias basadas en las disposicioncs existentes,
asi como la experiencia del TA/NUs.
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los Articulos 11 y XIT de los dos Estatutos, supere lo esencial
de las criticas que se les han dirigido, y salve los defectos y las
incoherencias que los dos en difcrentes formas y grado poseen,
como lo ha puesto de manifiesto reiteradamente la Corte Inter-
nacional de Justicia.

El principio de la armonizacién de los dos Estatutos, con es-
pecial referencia al recurso ante la Corte, no puede ponerse en
duda. Manfred Lachs lo ha dicho con palabras irrebatibles:

«Ma seconde observation concerne la différence qui
existe entre les deux procédures de réformation, celle
que prévoit Varticle XII du statut du Tribunal adminis-
tratif de I’OIT et celle qu’établit 1'article 11 du statut du
Tribunal administratif des Nationes Unies. Chacune d’el-
les a été acceptée par un certain nombre d’organisations,
pour la plupart des institutions spécialisées entre ces
organisations, appartenant presque toutes aux Nations
Unies, il est regrettable qu'il v ait des divergences quant
a la nature de la protection accordée a leurs fonction-
naires. En fin de compie, elles ont pour effet d'offrir
une protection différente selon la catégorie de fonction-
naires. Il ne fait guére de doute que, dans l'intérét des
administrations en question, des fonctionnaires et des
organisations clles-mémes, les procédures devraient étre
uniformes» *°.

Ahora, y antes de comparar valorativamente los dos sistemas,
analizaremos el régimen de Tribunal Administrativo de las Na-
ciones Unidas y lucgo el del Tribunal Administrativo de la OIT.

4, Este recurso de «impugnacién» o «reforma» ante la Corte
Internacional de Justicia no aparecia en los Estatutos origina-
rios de los Tribunales Administrativos de las Naciones Unidas
y de la OIT. Tampoco se encontiraba presente en el Estatuto del
Tribunal Administrativo de la Sociedad de Naciones, antecedente
directo del de la OIT, pese a que en 1929-1930 la Delegacién de
Finlandia present¢ un proyecto con sentido andlogo al que tie-
nen las normas pertinentes hoy vigentes en los dos Estatutos.

Veremos que en los dos Estatutos la inclusién de normas re-
lativas a este recurso, se produjo como consecuencia de casos
concretos resueltos en sentencias de los dos Tribunales, pasio-
nalmente discutidos en su momento, que motivaron que se pla-

18. C.LI., 1973, Avis consultatif du 12 Juillet 1973, p. 214, paff. 2.
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nearan y luego se adoptaran esos recursos para tratar de evitar
en el futuro situaciones conflictivas analogas.

I1

5. El Articulo 11 del Estatuto del Tribunal Administrativo

de las Naciones Unidas dice:

«1. Si un Estado Miembro, ¢l Secretario General o
la persona que haya sido objeto del fallo dictado por el
Tribunal (inclusive cualquiera persona que le haya suce-
dido en sus derechos a su fallecimiento) impugna el fallo
por considerar que el Tribunal se ha extralimitado en
su jurisdiccién o competencia o que el Tribunal no ha
ejercido la jurisdiccién que le ha sido conferida, o ha
incurrido en error sobre una cuestién de derecho rela-
tiva a las disposicioncs de la Carta de las Naciones Uni-
das, o ha cometido un error fundamental de procedimien-
to que ha impedido que se hiciera justicia, ese Estado
Miembro, el Secretario General o el interesado pueden,
dentro de los treinta dias siguientes a la fecha del fallo,
pedir por escrito al Comité establecido en virtud del
parrafo 4 de este articulo que solicite una opinién con-
sultiva de la Corte Internacional de Justicia sobre el
asunto.

2. Dentro de los treinta dias siguientes al recibo de
la peticién a que se reficre el parrafo 1 de este articulo,
el Comité decidira si hay o no fundamento bastante para
la peticién que se formula. Si el Comité decide que existe
tal fundamento, solicitara una opinién consultiva de la
Corte y el Secretario General dispondra que se transmita
a la Corte la opinién de la persona a que se hace men-
cién en el parrafo 1.

3. Si no se presenta ninguna peticién en virtud del
parrafo 1 del presente articulo, o si el Comité no decide
solicitar una opinién consultiva dentro del plazo indi-
cado en este articulo, el fallo del Tribunal sera defini-
tivo. En todos los casos en que se haya solicitado una
opinidn consultiva, el Secretario General dara efecto a la
opinién de la Corte o solicitara que el Tribunal se retina
especialmente con objeto de que, de conformidad con la
opinién de la Corte, confirme su fallo original, o emita
un nuevo fallo. Si no se ha solicitado que se retina espe-
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cialmente, el Tribunal, en su préxima reunién, confir-
mara su fallo o lo emitira conforme a la opinién de la
Corte.

4. A los efectos de este articulo, se establece un Co-
mité autorizado, en virtud del parrafo 2 del Articulo 96
de la Carta, para solicitar opiniones consultivas de la
Corte. El Comité estara compuesto de los Estados Miem-
bros, cuyos representantes hayan formado parte de la
Mesa de la Asamblea General en el periodo ordinario de
sesiones mas recientes. El Comité se reunira en la sede
de las Naciones Unidas y adoptara reglamento.

5. En todos los casos en que el Tribunal baya deci-
dido que se pague una indemnizacién a la persona inte-
resada y el Comité haya solicitado una opinién consultiva
en virtud del parrafo 2 de esle articulo, el Secretario
General, si considera que de otro modo le seria dificil
a esa persona defender sus intereses, le hara, dentro de
los 15 dias siguientes a la decisién del Comité de soli-
citar una opinién consultiva, un anticipo de un tercio
del total de la indemmnizacién fijada por el Tribunal, de-
duccion hecha de las prestaciones por cese en el servicio
que ya se hubiesen abonado. Este pago anticipado se
hara con la condicién de que, dentro de los 30 dias si-
guientes a la decisién que €l Tribunal dicte en virtud del
parrafo 3 de este Articulo, dicha persona reembolsara
a las Naciones Unidas Ja diferencia en exceso que pudie-
re haber entre dicho anticipo y la suma a que tenga
derecho de conformidad con la opinién de la Corte.»

6. El Articulo 11 del Estatuto de Tribunal Administrativo
de las Naciones Unidas fue adicionado al Estatuto del Tribunal
en 1955, por la Resolucién 957 (X) de la Asamblea General.

Esta adicién fue el resuttado de un largo y complejo asunto *.
En 1953 el Tribunal dicté varias sentencias en los casos de cier-
tos funcionarios de la Organizacién, de nacionalidad estadouni-
dense, cesados por el Secretario General Trigie Lye, como con-
secuencia de una solicitud del Gobierno de los Estados Unidos

19. W. Moderow, Observations sur Paffaire des fonctionnaires améri-
caines congédiés par la Secrétaric Générale & la demande du Gouverne-
ment des Etats Unis, Politique étranger, Paris, ne 6, Janvier 1954, pp. 501,
521;: Idélogies nationales et fonctions publiques internationales. Journal du
Droit International, Paris, vol. 81, N° 2, pp. 276-331, Suzanne Bastid, Le
Tribunal, cit., p. 19.
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en la época del mackartismo, en virtud de que, citades por la
Comisién de Actividades Antinorteamericanas del Senado, se ha-
bian negado a declarar si estaban afiliados o eran militantes del
Partido Comunista. El Tribunal estimé que la afiliacién a un
partido politico no era en si una justificacién para la destitu-
cién y que una destitucién basada en tal premisa constituia una
violacién det derecho de los funcionarios v representaba un abu-
so de poder*. El Secretario General se neg6 a aceptar la reinte-
gracién de los funcionarios, por lo que se fijaron las indemniza-
ciones a pagar en reemplazo del reintegro. El Secretario Gene-
ral se dirigié entonces a la Asamblca para obtener los fondos
para el pago de las indemnizaciones. En la Asamblea se produjo
un viclento debate, con amplias repercusiones en la prensa y
en la politica estadounidense.

Ante la critica de las sentencias del Tribunal hecha por algu-
nas Delegaciones, en especial la de los Estados Unidos, que es-
timoé que el fallo del Tribunal Administrativo no constituia una
sentencia obligatoria de naturaleza jurisdiccional y que la Asam-
blea General podia revisar un fallo de un érgano subsidiario,
como era el Tribunal Administrativo, la Asamblea, por resolu-
cion del 9 de diciembre de 1953, decidié pedir una opinién con-
sultiva a la Corte Internacional de Justicia sobre:

1. Sila Asamblea General tiene el derecho de negarse
a ejecutar una sentencia del Tribunal que acuerde una
indemnizacion a un funcionario de las Naciones Unidas,
a cuya relacién personal se le ha puesto fin sin el asen-
timiento del interesado, vy

- 2. Sila Corte responde por la afirmativa a la primera
pregunta, cudles son los principales motivos en los que
la Asamblea General puede fundarse para ejercer legiti-
mamente ese derecho.»

La Corte, en su opinién del 13 de julio de 1954, por 9 votos
contra 3%, afirmé: «que la Asamblea General no tiene el dere-
cho, por ninguna razén, de negarse a ejecutar una sentencia del
Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas que acuerda a
un funcionaric de la ONU una indemnizacién, cuando se ha pues-
to fin a su relacién formal sin su asentimientos.

20. E! Tribunal decidié anular once de las destituciones hechas por
el Secretaric General. Las scntencias N° 18 y siguientes se encuentran
en el volumen que contiene los fallos 1 al 70 dei Tribunal (1950-1957), Na-
ciones Unidas, Nueva York, 1962,

C.1.J., Recueil, 1954, Effet des Jugements du Tribunal Administratif
des Nations Unies accordant indemnité,
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Esta opinion implicaba, de acuerdo a los razonamientos ex-
puestos en la parte considerativa, sostener el caracter jurisdiccio-
nal del Tribunal, la regularidad de su creacion por la Asamblea
General, la vinculacién de ésta por sus decisiones, que esta obli-
gada a ejecutar incluso si otorgan indemnizaciones, ya que ni
siquiera el hecho de que el poder presupuestario de la Organi-
zacioén esté en manos de la Asamblea, faculta a ésta a oponerse
a la ejecucion de una sentencia del Tribunal. La Corte estimd
en sus considerandos, ademas, que las competencias del Tribu-
nal no lesionan las del Secretario General en materia de per-
sonal, porque éstas se encuentran limitadas por el poder de la
Asamblea General de adoptar el Estatuto de los funcionarios y
de crear, como 6rgano subsidiario, un Tribunal para «<hacer jus-
ticia entre la Organizacién y los funcionarioss.

Ante este criterio, los Estados Unidos buscaron la forma de
establecer un recurso contra las sentencias del Tribunal, propo-
niendo, a este efecto, una modificacion del Estatuto. De tal modo,
luego de un arduo debate, en 1955, en la décima sesién de la
Asamblea General, sc adopté la Resolucion 957 (X), del 8 de no-
viembre, que contiene el actual Articulo 11 del Estatuto del Tri-
bunal Administrativo de las Naciones Unidas.

Es importante tener en cuenta para comprender el alcance
del recurso cstablecido por el Articulo 11 del Estatuto del Tri-
bunal Administrativo de las Naciones Unidas, considerar que el
sistema ideado, como afirmé el Juez Jiménez de Aréchaga: «se
inspiré en cierta medida en las observaciones generales que la
Corte habia formulado en su opinién consultiva de 1954...», ya
que la Corte «<habia sugerido de una manera, apenas velada, la
creacion de un sistema de reforma judicial que excluyera toda
posibilidad de revisién por la Asamblea General» * »®,

7. La aplicacién del Articulo 11 del Estatuto del Tribunal
ha permitido que desde 1955 hasta hoy, de los multiples casos
planteados ante el Comité creado por el parrafo 4 del Articulo 11,
dos hayan llegado a la Corte, en virtud de que el Comité ha es-
timado que <hay fundamento bastante para la peticidn que se
le formula», peticién que debe lTundarse en que «el Tribunal se
ha extralimitado en su jurisdiccion o competencia, o que el Tri-
bunal no ha ejercido la jurisdiccién que le ha sido conferida,
o ha incurrido en error sobre una cuestién de derecho relativo

21 bis. Opinion individual de Jiménez de Aréchaga, C.1J, Recueii,
1973, Demande de Réformation du Jugement N.° 158 du Tribunal Administra-
tif des Nations Unies, pp. 80 v 81.
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a las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, o ha
cometido un error fundamental de procedimiento que ha impe-
dido que se haga justicia». Si el Comité decide que existe funda-
mento bastante, solicitard una opinién consultiva a la Corte.

En el primero de estos dos casos, la Corte decidié por diez
votos contra tres, «dar curso a la solicitud de opinién consultiva»
y estimd, por nueve votos contra cuatro, «que el Tribunal Admi-
nistrativo no omitié ejercer su jurisdiccién...» y por diez votos
contra tres, «que el Tribunal Administrativo no cometié en el
procedimiento un error esencial que ha impedido que se hiciera
justicia» »,

El segundo se encuentra en tramite, habiéndose dictado ya
dos ordenanzas respecto del procedimiento ¥,

Aunque, sin duda, el hecho de que en los veintidds afios sélo
dos casos hayan llegado a la Corte, limita en cierta forma el
efecto practico y directo de la aplicacién del Articulo 11 del Es-
tatuto del Tribunal Administrative de las Naciones Unidas, hay
que tener en cuenta que, como bien dice Jiménez de Aréchaga,
«el sistema tiene un efecto benéfico por su misma existencia,
en razén del cuidado y la atencién que obliga al Tribunal a apor-
tar a cada una de sus sentencias» b,

8. Los problemas que plantea el Articulo 11 del Estatuto del
Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas son muchos y
enormemente complejos.

Ademas de las cuestiones derivadas de la conveniencia del
recurso tal como ha sido establecido, se presentan problemas jur-
ridicos muy serios, incluso el de la compatibilidad de dicho re-
curso con la Carta de las Naciones Unidas y con el Estatuto de
la Corte Internacional de Fusticia.

La cuestion deriva de que se ha optado, para poder organizar
un recurso ante la Corte contra las sentencias del Tribunal, por
la férmula de encarar la solicitud de una opinién consultiva a
la Corte. Esta solucién se adopté porque era imposible aceptar,
dentro de la competencia contenciosa de la Corte, tal como re-
sulta de los Articulos 34, 35 y 36 del Estatuto de la Corte Inter-
nacional de Justicia, la existencia de un recurso contra una sen-
tencia del Tribunal Administrativo, ya que no habria un litigio
o controversia entre Estados, del tipo y con los caracteres y con-

22, Demande de Réformation du Fugement N.° 158 du Tribunal Adminis-
tratif des Nations Unies, C.1.J., Recueil, 1973, parr, 101, p. 213,

23, Demande de Réformation du Jugement N~ 273 du Tribunal Admi-
nistratif des Nations Unies, C.I.J., 1981, Ordonnance du 6 aott 1981,

23 bis. Opinion individual citada, p. 82.
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diciones establecidas en los Articulos 34 y 36 del referido Esta-
tuto que, de acuerdo con el Articulo 92 de la Carta, es parte in-
tegrante de ésta. Se busco, entonces, una férmula basada en la
posibilidad de que se pidiera, segiin el régimen del articulo 96
de la Carta y del Capitulo IV (Arts. 65-68) del Estatuto, una
opini6én consultiva.

El establecimiento de un recurso jurisdiccional ante la Corte,
contra el fallo de un Tribunal Administrativo Internacional, por
la via de una opinion consultiva de la Corte, constituye realmente
una idea extrafia y peregrina, que se materializé6 mediante lo que
se ha Hamado un «procedimiento hibrido», en base a una «pseudo
opinién consultiva», y a la existencia de un recurso «excepcio-
nal» *

Sin duda, el sentido y la naturaleza de las opiniones consul-
tivas, tal como estan previstas y regaladas por la Carta y el Es-
tatuto de la Corte, son totalmente distintos a las de un recurso
destinado a encarar la impugnacién de una sentencia de un Tri-
bunal Administrativo Internacional. Hay que hacer, en efecto,
un esfuerzo de imaginacién para compatibilizar el instituto de
la opinién consultiva —es decir, de un dictamen sobre una cues-
tion juridica solicitado en la Corte por alguno de los drganos
previstos en el Articulo 96 de la Carta, dictamen que no tiene
otro efecto, sin perjuicio de su valor tedrico v doctrinal, que el
de brindar un criterio juridico eminente, pero de ninguna manera
vinculante y obligatorio, al érgano que lo ha solicitado—, con un
recurso de «reforma», contra una sentencia de otro érgano juris-
diccional del Sistema de las Naciones Unidas.

Es por elio por la Corte Internacional de Justicia en los dos
casos en que hasta hoy ha debido pronunciarse al respecto, una
con referencia al Tribunal Administrativo de la OIT, en 1956 vy
otro del Tribunal Administirativo de las Naciones Unidas, en
1973, lo ha hecho por mayoria, con muy fundadas y serias opinio-
nes discordes, y, en el criterio de la mayoria, con condicionan-
tes v salvedades de caricter fundamental.

9. No creemos, sin embargo, y esto debe afirmarse desde
ahora, que deba criticarse el intento de establecer un recurso
jurisdiccional, que permita a la Corte Internacional de Justicia
controlar los fallos de los Tribunales Administrativos internacio-
nales. La utilidad v casi diriamos, la necesidad de un recurso

24. Terminclogia usada por los Jueces Federico de Castro v Andrés
Gros en sus opiniones en el caso de la Opinidn Consultiva del afio 1973,
parrafo 4, p. 275 y parrafo 2, p. 90 (C.I.J, Recuetl 1973},
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de este tipo, encarado siempre como posible por la Corte Inter-
nacional de Justicia ®, no puede discutirse. Lo que si es discuti-
ble es la forma, criticable desde muchos puntos de vista, en que
los Estatutos de los Tribunales Administrativos de las Naciones
Unidas y de la OIT, han encarado y reglamentado la cuestion,

Las sabias y ponderadas palabras de Manfred Lachs en la
Declaracion que efectus sobre la Opinion Consultiva del 12 de
julio de 1973, merecen recordarse:

«Tout en souscrivant complément aux motifs énoncés
par la Cour 2 ses conclusions, j'estime devoir formuler
deux observations:

1. Que les jugements du Tribunal administratif des
Nations Unies puissent étre réexaminés par une instan-
ce judiciaire supérieurc est une possibilité dont il faut
se loeur car elle tend a mieux assurer la protection des
droits en jeu. Mais la facon dont elle a ét¢ mise en oeuvre
& soulevé des doutes que je partage. J'irais méme plus
loin que la Cour quad celle-ci déclare ne pas considérer
la procédure établie 4 l'article 11 comme ‘exempte de
difficulté» (paragraphe 40), car 2 mon sens, on ne saurait
accepter sans réserve la procédure dans son ensemble
ou certaines de ses phases. L'historique des dispositions
en question montre —et cela n'a rien d’étonnant— qu'el-
les ont été adoptées aprés maintes divergences de voues
et controverses juridiques.

H n'y aurait guére d’'intérét peut-étre A signaler ce
probléeme s'il ne devait y avoir a4 l'avenir d’autre choix
qu'entre un contrdle judiciaire du genre de celui qu’of-
fre la présente procédure et une absense totale de con-
tréle judiciaire. Mais je ne crois pas qu’il doive forcément
en étre ainsi et si choix doit étre opéré c'est entre la
méthode actuelle de contréle et une méthode plus effica-
ce et exempte de difficulté. Je ne vois aucune raison
impérative, ni en droit ni en fait, pour laquelle 'adoption
d'une meillcure méthode ne pourrait étre envisagée» .

10. En el primer caso, es decir, en el de las sentencias del
Tribunal Administrativo de la OIT, resuelto en la opinién consul-
tiva del 23 de octubre de 1956, la Corte dio tramite, por nueve

25. Opiniones Consultivas ya citadas, de 1956 v 1973,

26. Demande de Réformation du Jugement N.° 158 du Tribunal Admi-
nis;riuif des Nations Unies, Avis Consultatif du 12 Juillet 1973, Déclaration,
p. 214. .
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votos contra cuatro, al recurso y entendi6, por diez votos contra
tres, que el Tribunal Administrativo no habia incurrido en las
causales previstas por el Articulo X1 del Estatuto del Tribunal *",

Pero este criterio, incluso con las salvedades y condicionan-
tes expuestos por la Corte, en especial sobre la necesidad de
que la Corte no podria al emitir este tipo de opinién consultiva
olvidar su caracter de organo jurisdiccional y que se reserva
siempre la facultad de negarse a emitir la opinién consultiva
solicitada, tuvo cuatro opiniones discordes. Hay que recordar
los fundados criterios de los jueces Winiarski, Zafrella Khan,
Klaested v Cdrdova, en que, con diferentes matices, se sosticne
que este tipo de utilizacion de la via consultiva no esta prevista
ni en la Carta ni en el Estatuto de la Corte, que ésta deberia
abstenerse de ejercer su competencia en estos casos, que esta
«segunda instancia» en un asunto contencioso entre la UNESCO
y sus funcionarios est4 fuera de la competencia de la Corte®, o
que un procedimiento de este tipo, con renuncia a las audiencias
orales, viola el principio de la igualdad de las partes, y por
ende, el caracter judicial de la Corte ™.

11. En el segundo caso, es decir, la solicitud de reforma de
la Sentencia n.° 158 del Tribunal Administrativo de las Nacio-
nes Unidas, resuelto en la opinién consultiva del 12 de julio de
1973, la Corte, por diez votos contra tres, resolvié dar curse a
la solicitud de opinién consultiva ®.

De las cuatro opiniones discordes, tres, las de los Jueces
Gros, De Castro y Morozov, s¢ refirieron a la cuestién de la
naturaleza de este recurso y de la competencia de la Corte al
respecto *.

El Juez Gros, en una larga y muy fecunda opinién discorde,
en cuanto a este primer punto estimé, «admitiendo que la Corte
es competente segtin ¢l Articulo 11 para juzgar los casos de re-
forma», que debia responder negativamente, por circunstancias
propias del caso, a la primera pregunta sometida a la Corte, es
decir, respecto de su competencia *.

27. Jugements du Tribunal Administratif de 1'Organisation internatio-
nale du Fravail sur requétes contre 1'Organisation des Nations Unies pour
PEducation, la Sciene et la Culture, Avis Consultatif du 23 Octobre, p. 101.

28. Jugements du Tribunal, cit., Recueil, 1956, pp. 104, 108, 109, 113, 114,
115, 155 y 168.

Jugements du Tribunal, cit, Recucil, 1956. Véanse las transcripcio-
nes de estas opinioncs y los comentarios del Juez Gros en su opinién in-
dividual, en la Opinién Consultiva de 1973 (C.LJ., Recueil, 1973, p. 255}.

30, C.IJ, Recueil, 1973, parrafo 101, p. 213.

31. C.IJ, Recueil, 1973, pp. 90, 111, 112, 133, 134 v 138,

32. C.IJ., Recueil, 1973, p. 103,
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El juez De Castro, en cambio, acepté la competencia de la
Corte para emitir la opinién consultiva, pero discrepd con la
mayoria sobre las cuestiones de fondo .

El juez Morozov, por ultimo, estimé que la Corte era abso-
luta y radicalmente incompetente *.

{2. Pese a todo, entendemos que un procedimiento que es-
tablezca un recurso de reforma ante la Corte, por la via de una
solicitud de opinién consultiva, aunque se le otorgue a esta
opinién caracter obligatorio, por un instrumento distinto de la
Carta de las Naciones Unidas o del Estatuto de la Corte, como
es e caso de los Estatutos de los dos Tribunales Administrati-
vos, no es contrario ni a la Carta ni al Estatuto de la Corte.
Pero, al mismo tiempo, estimamos que la forma en que los Es-
tatutos de los dos Tribunales Administrativos han encarado la
reglamentacion del recurso es defectuosa y criticable.

La Corte Internacional de Justicia ha afirmado que la exis-
tencia de un recurso de este tipo es aceptable y que, en princi-
pio, no viola ni la Carta ni su propio Estatuto. Creemos que
este criterio es correcto y que puede ser compartido. Esta tesis
ha sido ampliamente expuesta en los dos casos en que la Corte
se ha pronunciado al respecto v en varias de las opiniones in-
dividuales de sus Miembros. Puede resumirse asi:

En primer término, la Corte ha aceptado la posibilidad de
que la jurisdiccién consultiva pueda ser utilizada para la reforma
judicial de procedimientos contenciocsos que se han desarrollade
ante otro Tribunal y en los que han sido partes personas pri-
vadas. Al respecto la Corte he dicho:

«L'existence, en arriére-plan, d'un différend et de par-
ties que Favis de la Cour peut affecter ne modifie cepen-
dant pas le caractere consultatif de la fonction de la Cour,
consistant & propos d’un jugement. Aussi bien, dans son
avis consultatif sur les Jugements du Tribunal adminis-
tratif de VOIT sur requétes contre 1'Unesco (C.IJ. Re-
cueil 1956, p. 77}, la Cour s’est déclarée compétente pour
connaitre d'une demande d’avis consultatif ayant pour
objet le réexamen d’une procédure judiciaire concernant
des particuliers. De plus, dans la procédure consultative
antérieure relative a 'Effet de jugements du Tribunal ad-
ministratif des Nations Unies accordant indemnité (C.1.J.

33. C.IJ., Recueil, 1973, pp. 115 y 133.
34, C.IJ., Recueil, 1973, p. 138.
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Recueil 1954, p. 47), elle a donné suite 4 la demande d’avis
que 'Assemblée générale lui avait adressée, bien que les
questions qui lui étaient soumises eussent intéressée tres
directement les droits de particuliers. La Cour ne voit
aucune raison de s'écarter de l'attitude qu'elle a adoptée
dans ces affaires. Dés lors qu'une requéte pour avis con-
sultatif est présentée par un organe dimment autorisé a
cet effet conformément a la Charte, la Cour est compé-
tente, en vertu de l'article 65 de son Stat, pour donner
un avis s'il s’agit d'une question juridique qui se pose
dans le cadre de l'activité de cet organe. Le fait que ce
ne sont pas les droits des Etats qui sont en cause dans
la procédure ne suffit pas a4 enlever a la Cour une com-
pétence qui lui est expressément conférée par son Sta-
tuts®,

En segundo término, }a Corte ha reiterado su opinién de que
la creacion del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas
ha sido regular v que la Asamblea General ha actuado dentro
de sus facultades al crear, de acuerdo con los articulos 7.2 y 22
de la Carta, este Tribunal como un ¢rgano subsidiario de la
Asamblea. Ha dicho al respecto:

«Il découle du raisonnement qui précéde que le pou-
voir de P'Assemblée générale de réglamenter les relations
avec le personnel englobe aussj celui de créer un organe
dont le but est de fournir le mécanisme nécessaire a la
mise en mouvement d'une réformation, par la Cour, des
jugements d'un tel tribunals *.

En tercer lugar, ha estimado que:

«Le Comité des demandes de réformation de jugements
du Tribunal administratif est un organe de 1'Organisa-
tions des Nations Unies diment constitué en vertu des
articles 7 et 22 de la Charte et diiment autorisé, confor-
mément & l'article 96, paragraphe 2, de cet instrument,
a4 demader a la Cour des avis consultatifs aux fins de
I'article 11 du Tribunal administratif des Nations Unies.
Il en résulte que la Cour est compétente en vertu de l'ar-
ticle 65 de son Statut pour connaitre d'une requéte pour

35. C.I.J1., Recueil, 1973, parrafo 14, pp. 9-10.
36. C.LJ., Recueil, 1973, parrafo 17, p. 11.
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avis consultatif présentée par le Comité dans le cadre de
I'article 11 du statut du Tribunal administratif»*.

En cuarto término, la Corte ha afirmado que, reconocida su
competencia, el poder que posee de dar una opinién consultiva
tiene cardcter discrecional, pero para su ejercicio debe perma-
necer fiel a las exigencias de su cardcter de Grgano jurisdiccional,
Ha dicho asi que:

«Il faut noter toutefois que I'article 65 du Statut de
la Cour est permissif et que, en vertu de ce texte, le pou-
voir que la Cour posséde de donner un avis consultatif
a un caractére discrétionnaire. Dans l'exercice de ce pou-
voir discrétionnaire, la Cour a toujours suivi le principe
sclon lequel, en tant qu'organe judiciaire, elle doit rester
fidéle aux exigences de son caractere judiciaire, méme
lorsqu’elle donne des avis consultatifs (voir par exemple
Jugements du Tribunal administratif de 'OIT sur requé-
tes contre ['Unesco, avis aconsultatif, C.I.J. Recueil 1956,
p. 84; Composition du Comité de la sécurité maritime
de 1'Organisation intergouvernementale consultative de
Ia mnavigation maritime, avis consultatif, C.I.J. Recueil
1960, p. 153). Au cours des débats qui ont précédé 'adop-
tion de la résolution 957 (X) de 'Assemblée générale et
I'introduction de l'article 11 dans le statut du Tribunal
administratif, certaines délégations ont exprimé des dou-
tes sur divers aspects de la procédure prévue a Farticle 11,
en raison précisément du caractére judiciaire de la Cour.
La Cour se propose donc d’examiner a présent si, bien
qu'elle soit compétente pour donner d’avis consultatif de-
mandé, ces aspects de la procédure instituée par l'article
11 sont tels qu'ils devraient l'inciter & refuser de répon-
dre» ®.

Para poder llegar a una conclusién positiva respecio de lo
afirmado precedentemente, la Corte analizé la forma de actuar
y el reglamento del Comité de Reforma, cuya competencia cali-
ficé de «cuasi judicial», y llegé a la conclusién de que:

«Rien dans la nature ni dans le mode de fonctionne-
ment du Comité ne parait imposer & la Cour la conclu-
sion que le systéme de réformation judiciaire par la ré-
solution 957 (X) de I'Assemblée générale est incompatible

37. C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 23, p. 13.
38, C.LJ, Recueil, 1973, parrafo 24, p. 13.
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avec les principes généraux aplicables & une action en jus-
tice» *.

En su opinién individual en el mismo caso, Jiménez de Aré-
chaga ha pensado v ampliado este criterio al decir con razén:

«Le fait qu'un organe comme le Comité des demandes
de réformation soit appelé a filtrer les demandes et 4 sai-
sir la Cour ne saurait &tre considéré comme un défaut
tellement grave qu'il efface le pas ainsi franchi, et encore
moins comme justifiant que la Cour adopte & présent une
position négative, contraire 4 ’objet méme du systéme de
réformation judiciaire institué en 1955.

On ne saurait nier la nécessité d'un organe de filtrage
quelconque pour éviter que des objections frivoles ou in-
justifiées ne soient soumises a la Cour. On ne serait pas
non plus fondé & reprocher 2 cet organe d'appliquer des
critéres stricts ou méme rigoureux pour déterminer si
une demande d’avis consultatif adressée & la Cour repose
sur des 'bases sérieuses’, Il ne faut pas présumer que cette
attitude soit 'effet d’une politique délibérée ou d'instruc-
tions déplacées; c’est simplement que, comme la Cour
elleméme 1'a constaté en 1954, les affaires ou c’est la
validité¢ d'un jugement et non son bien-fondé qui est mise
en cause rentrent par définition dans la catégorie des ‘cir-
constances exceptionnelles’ (C.I.J. Recueil 1954, p. 55}.

Bien que la réformation n'ait été demandée que rare-
ment, le systtme a un effet bénéfique par son existence
méme, en raison du soin qu'il oblige le Tribunal adminis-
tratif & apporter & chacun de ses jugements. En effet, un
tribunal de premiére instance ne peut pas savoir a l'avan-
ce laguelle de ses décisions sera examinée ultérieurement
par une juridiction supérieure.

Quant 4 la composition politique du Comité, c’est la
une objection dont il ne faut pas exagérer l'importance
et les conséquences négatives qu’on en tire ne me parais-
sent pas justifiées, Tl s’agit ici aprés tout de jugements
internationaux affectant des Etats, lesquels sont fenus en
fin de compte de payer, directement ou indirectement,
les indemnités accordées» * b

La Corte analizé asimismo la cuestién de la desigualdad que
existirfa en virtud del Estatuto de la Corte, entre el Secretario

39. C.I1., Recueil, 1973, parrafo 30, p. 15
19739 bi%.2 Opinién individual del Tuez Jiménez de Aréchaga, C.I.J., Recueil,
, p. 82.
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General y los Estados Miembros de una parte y el funcionario
de la otra, que no podria comparecer directamente ante la Corte.
Tanto en el caso analizado en 1956 *, aunque por diferentes ra-
zones, que en el caso del Tribunal Administrativo de las Naciones
Unidas, del Articulo 11 de su Estatuto y de la Resolucién 957 (X),
la Corte estimé que el procedimiento no afectaba, en esencia, el
principio de igualdad. Dijo en la parte final de su razonamiento:
«La Cour doit donc uniquement veiller & ce que les
parties intéressées aient la possibilité de lui exposer, dans
des conditions d’équité et d'égalité, leurs vues sur les
questions a propos desquelles un avis lui est demandé, et
a ce qu'elleeméme dispose d'informations adéquates pour
pouvoir rendre la jutice en donnant son avis consultatif.
La Cour estime que ces conditions sont satisfaites dans

la présente procédure» .

Finalmente, el hecho de que el Articulo 11 del Estatuto del
Tribunal dé a la opinién consultiva un efecto especial, asf como
el caso del Estatuto del Tribunal Administrativo de la OIT en
el que se le da a la opinién consultiva efecto obligatorio, no cons-
tituyen un obsticulo a que la Corte emita su opinién. Al res-
pecto ha dicho: -

«De plus, le fait qu'en vertu de l'article 11, paragra-
phe 3, du statut du Tribunal administratif ’avis rendu par
la Cour doive avoir un effect décisoire a 'égard des ques-
tions en litige dans I'affaire ne met pas obstacle & ce que
la Cour réponde a la réquéte. Certes cette conséquence
depasse la portée attachée par la Charte et par le Statut
de la Cour & un avis consultatif. Elle résulte cependant
non pas de l'avis consultatif lui-méme mais d'une dispo-
sition contenue dans un instrument autonome qui a force
de loi pour les fonctionnaires et le Secrétaire général.
L’article XII du statut du Tribunal administratif de 1'OIT
confére expressément force obligatoire 4 1'avis de la Cour.
Traitant de cette conséquence, la Cour a dit, dans son
avis consultatif donné & la demande de 1'Unesco:

"Elle n’affecte en rien le mode selon lequel la
Cour fonctionne: celui-ci reste fixé par son Statut
et son Réglement. Elle n'affecte ni le raisonne-
ment par lequel la Cour formera son opinion, ni

40. C.lJ, Recueil, 1956, p. 12, El criterio de la Corte en 1956 sobre este
punto comentado en la opinién de 1973 (Recueil, parrafo 34, p. 17},
1 ‘316 C;!JJ., Recueil, 1973, parrafc 38, p. 20. Véanse también los parrafos
L3 y .-
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le contenu de I'avis lui-méme. Par conséquent, le
fait que l'avis de la Cour sera accepté comme
ayant force obligatoire ne fait pas obstacle a ce
que suite soit donnée a la demande d’avis.! (C.1.J.
Recueil 1956, p. 84).

De méme l'effet spécial que l'article 11 du statut du
Tribunal administratif des Nations Unies attribue & I'avis
de la Cour n'est pas une raison pour refuser de donner
suite 4 la demande d’avis consultatif en la présente es-
péce»

En conclusién, reiterando su criterio anterior de que una so-
licitud de opinién consultiva no deberia, en principio, ser deses-
timada, salvo que existicran razones decisivas, la Corte estimo

que:

«En conséquence, comme on l'a déja indiqué, tout en
considérant que la procédure de réformation établie a
I'article 11 n’est pas exemple de difficulté, la Cour n'esti-
me pas douteux que, dans, les circonstances de l'espece,
elle doit donner suite & la requéte pour avis consultatif
présentée par le Comité des demandes de réformation de
jugements du Tribunal administratif» ®.

13. Ya hemos dicho que este recurso ha sido calificado como
una especie de recurso de casacién.

La propia Corte no ha usado esta expresién, que estimamos
correcta en principio, pero ha dicho al respecto estas palabras
que determinan la naturaleza de su actuacién, con un sentido
analogo al de la calificacién antes referida. Ha expresado asi:

«La Cour n’est donc pas habilitée a4 substituer son
opinion & celle du Tribunal sur le fond de l'affaire tran-
chée par celui-ci. Son role est de determiner s'il ressort
des circonstances de l'espéce, concernant le fond ou la
procédure, qu'une contestation formulée contre le juge-
ment pour l'un des motifs mentionnés a l'article 11 est
fondée» .

Se trata, en efecto, de un controlador de juridicidad del fallo
del Tribunal, en virtud de la posible ilegitimidad del mismo de-

42, C.LJ., Recueil, 1973, parrafo 39, p. 20.
43, C.1.]., Recueil, 1573, parrafo 40, p. 21,
44, C.I.J., Recueil, 1973, parrafo 47, p. 23.
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rivada de que ha incurrido en una o varias de las causales de
impugnacién. Con esta precisién, y con los elementos aportados
por la Corte, no hay inconveniente en calificarlo como una espe-
cie de recurso de casacién.

14, En cuanto al érgano que, segtn el parrafo 4 del artfcu-
Jo 11 del Estatuto del Tribunal Administrativo de las Naciones
Unidas, puede hacer la solicitud de opinién consultiva a la Corte,
caben hacer algunas consideraciones.

La posiblidad de que un érganc de las Naciones Unidas, ade-
mas de los expresa y directamente habilitados para ello por la
Corte, puedan solicitar una opinién consultiva de la Corte, est4
prevista por el artfculo 96, parrafo 2 de la Carta que prevé esa
situacion en el caso de «los otros érganos de las Naciones Uni-
das y las organizaciones especializadas que en cualquier momento
sean auforizadas para ello por la Asamblea General» «sobre cues-
tiones juridicas que surjan dentro de la esfera de sus activi-
dadess». :

El Comité a que se refiere el articulo 11, parrafo 4 del Esta-
tuto del Tribunal es un érgano subsidiario de las Naciones Uni-
das creado por la Resolucién 957 (X} del 8 de noviembre de 1955
de la Asamblea General en ejercicio de su competencia para es-
tablecer érganos subsidiarios que le asignan los articulos 7.2 y
22 de la Carta.

El Comité estd compuesto de los Estados Miembros cuyos
representantes hayan formado parte de la Mesa de la Asamblea
General en el periodo ordinario de sesiones mas reciente. Esta
curiosa integracién, que lo hace un érgano de composicién no
permanente, ya que variard cada afio, formado por Estados, de
naturaleza, por ende, esencialmente politica y sin especial aptitud
juridica para determinar «si hay o no fundamento bastante» en
la peticién de una opinién consultiva a la Corte, en base a los
vicios que contendria el fallo del Tribunal Administrativo recla-
mado, ha hecho que este punto haya sido uno de los mas obje-
tados en el andlisis del recurso previsto por el articulo 11 del
Estatuto del Tribunal. Pero, pese a las criticas, la Corte no ha
llegado a megar tramite a ninguna de las dos opiniones consul-
tivas que el Comité le ha demandado.

Si el Comité es un 6rgano subsidiario regularmente creado,
sélo resta para determinar la licitud de Ia posibilidad de que
solicite a la Corte opiniones consultivas, analizar si la determina-
cion de si el Tribunal Administrativo ha actuado o no en viola-
cién de los extremos indicados por el articulo 11, parrafo 2 del
Estatuto, constituye una cuestiéon juridica que ha surgido en la
esfera de la actividad del Comité.
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La Corte ha estimado que la posibilidad de que el Comité le
pueda pedir opiniones consultivas no viola la Carta ni el Estatuto
de la Corte y que la forma especial en que el Estatuto del Tri-
bunal encare la aplicacién de la opinién consultiva de la Corte
no afecta esta conclusién. Ha dicho la Corte al respecto:

«En réalité la fonction principale du Comité n’est pas
de solliciter des avis consultatifs, elle est d’examiner les
objections formulées contre des jugementes afin de déci-
der, dans chaque espéce, si la demande repose sur des
bases suffisamment sérieuses pour qu'il y ait lieu de
présenter une requéte pour avis consultatif. Si la Comité
conclut par la négative, il rejette la demande sans prier
la Cour de donner un avis. S'il conclut par Paffirma-
tive, les questions juridiques qu'il soumet alors a la
Cour se posent manifestement dans l'exercice de sa fonc-
tion principale qui est de filtrer les demandes qui lui sont
adressées. Ce sont donc des questions qui, selon la Cour,
se posent dans le cadre de l'activité propre du Comité;
elles ne sont pas soulevées en effet par les jugements
du Tribunal administratif mais par les objections formu-
lées contre ces jugements devant le Comité lui-méme.»

«Certes l’article 11 ne charge pas le Comité de mettre
en oeuvre les avis que la Cour peut rendre sur sa deman-
de puisqu'en vertu du paragraphe 3 de cet article la ta-
che de mise en oeuvre incombe au Secrétaire général et
au Tribunal administratif. I1 n'empéche que les questions
sur lesquelles portent les requétes pour avis consultatif
émanant du Comité sont des questions juridiques qui se
posent dans le cadre de son activité. Pour quune ques-
tion puisse étre soumise & la Cour conformément & l'arti-
cle 96, paragraphe 2, de la Charte, il faut et il suffit qu'elle
soit juridique et qu'elle se pose dans le cadre de Factivité
de lorgane intéressé. En l'espéce, le Comité sollicite un
avis consultatif pour savoir si, comme on le prétend, le
Tribunal administratif a omis d’exercer sa juridiction et
commis des erteurs essentielles dans la procédure. Ce
sont 13, par leur nature méme, des questions juridiques,
du genre de celles que la Cour a considérées en 1956, dans
son avis donné & la demande de 'Unesco, comme des
questions juridiques au sens de l'article 96 de la Charte.
De plus, rien dans l'article 96 de la Charte ni dans l'article
65 du Statut de la Cour n'impose que les réponses aux
questions soient destinées & aider I'organe sollicitant l'avis
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consultatif dans son activité future et n’exige que cet
organe soit aussi celui qui lui donne effet» .

Pese a las salvedades expuestas en algunas opiniones disiden-
tes a las que ya nos hemos referido, creemos que el razonamiento
de la Corte ha sido correcto y que no puede razonablemente
ponerse en duda la regularidad juridica de la creacién del Co-
mité y de la atribucién de competencias que le ha hecho la Asam-
blea General.

15. Estudiaremos ahora la cuestién de quiénes tienen titu-
laridad para presentarse ante el Comité.

Segun el articulo 11 del Estatuto del Tribunal poseen este de-
recho todos los Estados Miembros de las Naciones Unidas, el
Secretario General o la persona que haya sido objeto del fallo
dictado por el Tribunal, inclusive cualquier persona que le haya
sucedido en sus derechos a su fallecimiento.

De las tres posibilidades que da el Estatuto del Tribunal Ad-
ministrativo de las Naciones Unidas, la de utilizacién més fre-
cuente ha sido la impugnacién del fallo por las personas que han
sido objeto de sentencias del Tribunal. En el caso planteado en
el afio 1973 contra la Sentencia n.° 158 del Tribunal, la impugna-
cion fue hecha por la persona afectada, el sefior Mohamed Fasla.
En el caso actualmente en tramite ante la Corte, respecto del
Fallo n.° 273, ha sido el Gobierno de los Estados Unidos el que
ha impugnado el fallo del Tribunal.

16. El Comité no tiene competencia para recibir una impug-
nacién de un fallo del Tribunal dictado en el caso de un recurso
de un funcionario contra un organismo especializado de las Na-
ciones Unidas, que haya reconocido la competencia del Tribunal
Administrativo de las Naciones Unidas segun el Articulo 14 del
Estatuto.

Quiere decir que mientras los organismos especializados que
han reconocido la competencia del Tribunal Administrativo de
la OIT pueden llegar, de acuerdo con lo dispuesto en el Anexo
del Estatuto de este Tribunal, a plantear por medio de sus Con-
sejos o Comités Ejecutivos el recurso de reforma ante la Corte,
lIos que han reconocido la competencia del Tribunal de las Na-
ciones Unidas, v hasta hoy sélo se da el caso de la OACI, hasta
que no se¢ adicione en este sentido su Estatuto, no disponen de
la posibilidad de ejercer este recurso.

45. C.IJ., Recueil, 1973, parrafos 21-22, pp. 12-13.
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17. Las causales de impugnacién son: a) extralimitacién del
Tribunal en su jurisdiccién o competencia; b) que el Tribunal no
haya ejercido la jurisdiccién que le ha sido conferida; c¢) que
haya incurrido en error sobre una cuestién de derecho relativa
a las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas, o d) que
haya cometido un error fundamental de procedimientos que le
ha impedido que se hiciera justicia.

La Corte ha expresado, en general, sobre los motivos posibles
de impugnacién y respecto de su propia competencia en la ma-
teria, lo siguiente:

«Il s’ensuit que le Comité n’est autorisé & demander,
et la Cour a donner, un avis consultatif que sur les ques-
tions juridiques qui peuvent légitimenent &tre considé-
rées comme se rattachant 4 un ou plusieurs de ces qua-
tre motifs. De plus, en vertu de l'article 65 du Statut, la
compétence de la Cour pour donner un avis consultatif
se limite aux questions juridiques sur lesquelles son avis
est demandé. La Cour peut interpréter les termes de la
requéte et préciser la portée des questions qui y sont po-
sées. Elle peut aussi tenir compte de tous les éléments
se rapportant A ces questions qui peuvent lui étre néces-
saires pour se former une opinion. Mais, lorsqu’elle rend
son avis, la Cour est en principe liée par le libellé des
questions formulées dans la requéte (Procédure de vote
applicable aux questions touchant les rapports et péti-
tions relatifs au Territoire du Sud-Ouest africain, avis
consultatif, C.IJ. Recueil 1955, p. 71-72; Jugements du
Tribunal administratif de I’OIT sur requétes contre 1'Unes-
co, avis consultatif, C.IJ. Recueil 1956, pp. 98-99)» “.

En el caso fallado en 1973, el sefior Fasla alegé dos motivos:
omisién de ejercicio de su jurisdiccion por el Tribunal y error
fundamental de procedimiento.

La Corte estudié minuciosamente lo referente a la primera
causal. Dijo:

«L'article XII du statut du Tribunal administratif de
I'OIT envisage seulement une contestation élevée contre
“une décision du Tribunal affirmant sa compétence’ et ne
fait aucune mention d'un non-exercice de sa juridiction
par le Tribunal. De méme, dans le projet d’article 11 du

46, C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 41, p. 22.
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statut du Tribunal administratif des Nations Unies re-
commandé & I'Assemblée générale par le Comité spécial
chargé d'étudier la question de la réformation des juge-
ments du Tribunal administratif, le seul motif de contes-
tation envisagé tenait A ce que le Tribunal avait ’outre-
passé sa juridiction ou sa compétence’. Les termes ’ou
n'a pas exercé sa juridiction’ ont été ajoutés & la 499
s¢ance de la Cinquieme Commision sur la proposition de
la délégation indienne qui avait déclaré antérieurement:

‘Suivant le paragraphe 1 du projet d’article 11,
on pourrait certes demander la réformation en
alléguant que le Tribunal a outrepassé sa juridic-
tion ou sa compétence. Mais il se pourrait que le
Tribunal ait manqué 4 exercer sa compétence Ié-
gitime comme il se pourrait qu'il y ait eu des
erreurs dans l'exercice de sa compétence. La Iégis-
lation indienne prévoit un recours, analogue 2
la réformation, lorsqu'un tribunal a, soit outre-
passé, soit manqué 4 exercer sa compétence légi-
time; on prévoit (ainsi) non seulement I'abus de
compétence, mais encore le cas ol un tribunal
omet ou néglige d'exercer sa compétence.’

Cette explication parait confirmer que ce motif sup-
plémentaire de contestation d'un jugement était consi-
déré comme ayant une portée relativemnent étroite, autre-
ment dit comme concernant essentiellement le cas ot1 le
Tribunal s’abstient de metire en oeuvre les pouvoirs ju-
ridictionnels qu’il posséde et non pas le cas oli, dans
Pexercice de ces pouvoirs, il aboutit & un mal-jugé sur le
fond. Il apparait en outre que, en acceptant le non exer-
cice de la juridiction comme motif supplémentaire de con-
testation, I'’Assemblée générale y a vu un cas du méme
genre que ceux dans lesquels le Tribunal excéde sa com-
pétence ou sa juridiction; la Cinqui¢me Commission sem-
ble donc avoir envisagé que le fait d'outrepasser sa juri-
diction ou de ne pas l'exercer souleve essentiellement des
problemes de juridiction ou de compétence au sens strict.
De maniére plus générale, on trouve dans V'historique de
larticle 11, montrant que les motifs de contestation men-
tionnés dans cette disposition ne devaient s’appliquer qu’a
des cas 'exceptionnels’, la confirmation de la portée rela-
tivement étroite que 1'on a voulu donner au non-exercice
de la juridiction en tant que motif de contestation.

Sclon la Cour, ce motif de contestation ne vise donc
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que les cas o, soit sciemment soit par inadvertance, le
Tribunal n'a pas exercé les pouvoirs juridictionnels qu'il
détient et qui lui permettent de statuer & 'égard d'une
affaire ou d'un élément important d’'une affaire. Il est
clair que, pour déterminer si le Tribunal a exercé des
pouvoeirs juridictionnels applicables en 'espéce, la Cour
doit tenir compte de la substance et pas seulement de la
forme. Il ne suffit donc pas que le Tribunal ait eu l'in-
tention d’exercer ses pouvoirs a4 propos d'un élément im-
portant, encore faut-il qu’il les ait réellement exercés et
se soit prononcé i ce sujet. Certes il peut y avoir des cas
marginaux ou il est difficile de dire si le Tribunal a véri-
tablement envisagé et décidé d’exercer les pouvoirs ju-
ridictionnels appropriés. Mais cela ne modifie pas 1'obbli-
gation qu'a la Cour d’apprécier dans chaque cas, compte
tenu de tous les éléments pertinents, si le Tribunal a uti-
lisé en l'affaire les pouvoirs juridictionnels qu’il posséd-
ait et qui lui permettaient de statuer»*.

Y agregd:

«Pour savoir si le Tribunal a exercé sa juridiction re-
lativamente & une certaine demande, on ne saurait recou-
rir au critére purament formel qui consiste & s’assurer
qu'elle figure nommément dans les motifs du jugement:
on doit appliquer ce qui est le vrai critére et déterminer
si le Tribunal a fait porter sa réflexion sur les bases de
la demande et en a tiré ses propres conclusions quant
aux obligations que le défendeur aurait enfreintes et a
lindemnité a accorder en conséquence. Cette méthode
s'impose en particulier lorsque comme c'était le cas en
I'espéce, le Tribunal se trouve saisi d’une série de deman-
des d'indemnisation ou de réparation qui se recouvrent
ou du moins se chevauchent dans une large mesure et
qui résultent d’'un seul et méme acte du défendeur: la
diffusion d’une fiche analytique incompléte annexde aux
lettres envoyées pour chercher un nouveau poste au re-
quérant» *,

En cuanto al concepto de error esencial en el procedimiento,

ha dicho la Corte:

47. C.IJ., Reecueil, 1973, parrafo 50, p. 27.
48. C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 56, p. 3l
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«'Une faute essentielle dans la procédure’ est I'un des
deux motifs de contestation prévus a l'article XII du sta-
tut du Tribunal administratif de I'OIT, et c'est avec un
libellé trés proche —'erreur essentielle dans la procédu-
re'— que ce motif a été itroduit dans le projet d'article
11 du statut du Tribunal administratif des Nations Unies
recommandé i P'Assemblée Générale par le Comité spé-
cial chargé d’étudier la question de la réformation des
jugements du Tribunal administratif en 1955. Les mots
‘qui a provoqué un mal-jugé’ ont été ajoutés a la 499
séance de la Cinquiéme Commission sur la proposition
de la délégation indienne qui avait déclaré antérieure-
ment:

'Le paragraphe 1 prévoit un autre motif de
réformation: l'erreur essentielle dans la procédu-
re. En employant le mot ‘essentielle’, on a voulu
écarter les demandes de réformation fondées sur
des erreurs mineures ou sans conséquences. Afin
de préciser cette intention, la délégation indienne
propose d'insérer, dans le texte de ce paragraphe
les mots 'qui a provoqué un mal-jugé’ aprés les
mots ‘erreur essentielle dans la procédure’.

L’insertion de ces quelques mots n’avait donc pas pour
objet de modifier la portée de ce motif de contestation et
encore moins d'en créer un qui soit indépendant, mais
tendait simplement a préciser le sens d’«essentielle» et,
en acceptant la proposition indienne, la Cinquieme Com-
misison parait avoir pensé qu'elle ne changeait rien, en
substance, au projet initial. Un délégué a méme souligné
'qu'une erreur essentielle dans la procédure implique in-
contestablement un mal-jugé’.

Sans doute n'est-il pas facile d'énoncer tout ce que
recouvre la notion d’«erreur essentielle dans la procédure
qui a provoqué un mal-jugés. Mais dans les affaires dont
connait le Tribunal administratif, I'idée de base est qu'un
fonctionnaire a le droit fondamental d’exposer sa cause,
soit oralement soit par écrit, et d'étre assuré que le Tri-
bunal I'étudiera avant de statuer sur ses droits. Une errcur
procédurale est essentielle et constitue 'un mal-jugé’ si
elle aboutit & violer le droit du fonctionnaire 4 étre im-
partialement entendu comme il est indiqué ci-dessus et,
en ce sens, empéche que justice lui soit faite. En présen-
tant les choses ainsi, on ne résout pas complétement le
probléme que pose la définition précise des erreus pro-
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cédurales visées A l'article 11, mais certains ¢éléments du
droit d’étre impartialement entendu sont cependant bien
connus et fournissent d’utiles critéres pour déterminer
les cas d’erreurs procédurales essentielles ayant provoqué
un mal-jugé: on peut citer, par exemple, le droit d’avoir
accés 4 un tribunal indépendant et impartial établi par
la loi; le droit d’obtenir une décision de justice dans un
délai raisonnable; le droit d’avoir, dans des conditions
raissonnables, la faculté de présenter sa cause au tribunal
et de commenter les théses de l'adversaire; le droit a
Végalité avec celui-ci dans la procédure; et le droit d’ob-
tenir une décision motivée» .

Y especificamente, en cuanto a si la ausencia de motivacién
constituye un error esencial en el procedimiento, la Corte estimé:

«Si l'absence de motivation ne figure pas expressé-
ment dans la liste des causes de réformation, cela n'exclut
pas la possibilité que cette lacune puisse constituer une
des erreurs de procédure visées a l'article 11. Non seule-
ment il est de l'essence des décisions judiciaires d’étre
motivées, mais en outre l'article 10, paragraphe 3, du
statut du Tribunal, qui a été considéré par la Cour com-
me une disposition 'de caractére essentiellement judiciai-
re’ {C.IJ. Recueil 1954, p. 52), stipule que 'les jugements

son motivés’s %,

18. Corresponde ahora estudiar el procedimento que se sigue
ante el Comité una vez presentada la impugnacién.

El petitorio mediante el que se impugna el fallo del Tribunal
y se solicita se demande una opinién consultiva a la Corte Inter-
nacional de Justicia, debe presentarse por escrito al Comité den-
tro de los treinta dias siguientes a la fecha del fallo (Art. 11.1).

Dentro de los treinta dias posteriores al recibo de la peticién,
el Tribunal decidird si bay o no fundamento bastante para que
la peticién se formule. Si el Comité decide que existe tal funda-
mento, solicitara la opinién consultiva a la Corte Internacional
de Justicia. En el caso de que se disponga a pedir esta opinién,
el Secretario General dispondrid que se trasmita a la Corte la
opinién de la persona que haya sido objeto del fallo del Tribu-
nal (Art. 11.2).

49, C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 91, p. 46.
50. C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 94, p. 48,
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19. La existencia de este recurso trae como consecuencia
que un fallo del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas
solo puede considerarse definitivo si no se presenta ninguna pe-
ticién dentro del plazo de treinta dias después de haber sido
dictado o si el Comité no decide pedir una opinién consultiva
dentro de los ireinta dias del recibo de la peticién (Art. 11.3).

Pero, ademas, si la Corte encuentra, en el caso de que se soli-
cité su opinién, que el fallo no contiene ninguno de los vicios
alegados, la sentencia del Tribunal debe considerarse firme e ina-
tacable.

Por el contrario, si la Corte acoge la impugnacién y opina que
el Tribunal ha incurride en alguno o algunos de los vicios juri-
dicos especificados en el parrafo 1 del Articulo 11, se abre una
nueva etapa. Hay que sefialar desde ya, sin embargo, que una
vez emitida la opinién consultiva de la Corte, el Secretario Ge-
neral puede solicitar «que el Tribunal se reuna especialmente
con objeto de que, de conformidad con la opinién de la Corte,
confirme su fallo original o emita uno nuevo» y «Si no se le ha
solicitado que se retina especialmente el Tribunal en su préxima
sesién, confirmar4 su fallo o lo emitira conforme a la opinién de
la Corte». Resulta de este texto del parrafo 3 del Articulo 11 del
Estatuto, que el Tribunal puede confirmar su fallo original. Y si
confirma su fallo debe entenderse que, ahora, es definitivo.

Esta hipdtesis no se ha dado nunca, ya que el tinico caso en
que la Corte ha emitido una opinién consultiva en base del Ar-
ticulo 11 del Estatuto del Tribunal, no encontré los vicios ale-
gados en la impugnacion. Pero, ademas, en la hipétesis de que
en el futuro la Corte estimara que el fallo del Tribunal ha incu-
rrido en algunc o algunos de los vicios juridicos previstos en el
parrafo 1 del Articulo 11, seria, en los hechos, muy d1f1011 que el
Tribunal confirmara su faHo originario.

20. El parrafo 5 del Articulo 11 esta dirigido a darle a la
persona a la que el Tribunal haya otorgado una indemnizacién,
en los casos en que el Comité ha solicitado una opinién consul-
tiva sobre el fallo que otorgé digna indemnizacién, los medios
econdmicos para que pueda defenderse, mediante un anticipo
de un tercio de la indemnizacién fijada, sujeto a los procedi-
mientos y condiciones establecidos en esa disposicion.

21. En lo que se refiere al procedimiento ante la Corte, el
Articulo 11.2 del Estatuto del Tribunal sélo establece que el Se-
cretario General dispondra que se trasmita a la Corte «la opi-
nién de la persona a que se hace mencién en el parrafo 1».

En primer lugar hay que tener en cuenta que debe aplicarse
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al procedimiento a seguir en estos casos, el Capitulo IV (Opinio-
nes Consultivas) Articulos 65-68 del Estatuto de la Corte, las nor-
mas pertinentes del Reglamento de la Corte (adoptado el 6 de
mayo de 1946 y modificado el 10 de mayo de 1972) que sec en-
cuentran en el Titulo IIT (Opiniones Consultivas), Articulos 8791,
asi como el Articulo 72, y la Resolucién Relativa a la Practica In-
terna de la Corte en Materia Judicial (Reglamento, Art. 33}, adop-
tada ¢l 12 de abril de 1976.

En segundo lugar es preciso sefialar que tratdndose de un
recurso contra una setencia de otra jurisdiccién (del Tribunal
Administrativo de las Naciones Unidas), es aplicable al Articulo
72 del Reglamento de la Corte que dice:

«1. Lorsque la Cour est saisie d'un recours contre
une sentence rendue par quelque autre juridiction, l'ins-
tance devant la Cour est régie par les dispositions du
Statut et du présent Réglement.

2. Sil'acte infroductif d'une instance en recours doit
étre déposé dans una délai déterminég, c'est la date de la
réception de cet acte au Greffe qui est 4 considérer com-
me Ja date dont la Cour tiendra compte.

3. L'acte introductif d'une instance en recours for-
mule en termes précis, comme objet du différed devant
la Cour, les griefs invoqués contre la sentence attaquée.

4. A l'acte introductif d'une instance en recours doit
étre jointe une copie certifiée de la sentence attaquée.

5. Il appartient aux parties de produire devant la
Cour tous éléments utiles et pertinents sur le vu desquels
la sentence attaquée a été rendue.»

Como este recurso s¢ ha utilizado en base a la emisién por
la Corte de una opinién consultiva, hay que tener en cuenta lo
que, con caracter general respecto de estas opiniones, expresa
el Articulo 87.1 del Reglamento, que dice:

«1. En matiére d’avis consultatifs, la Cour applique,
en dehors des dispositions de l'article 96 de la Charte et
du chapitre IV du Statut, les articles ci-apres. Elle s’inspi-
re, en outre, des dispositions du présent Réglement rela-
tives &4 la procédure en matidre contentieuse dans la me-
sure ou elle les reconnalt applicables: 4 cet effet, elle
recherche avant tout si la demande d’avis consultatif a
trit ou non a une question juridique actuellement pen-
dante entre deux ou plusieurs Etats.
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2. Lorsque l'organe ou institution autoris¢ par la
Charte des Nations Unies ou conformément a ses dispo-
sitions & demander un avis consultatif informe la Cour
que la demande appelle une réponse urgente, ou lorsque
la Cour estime qu’une prompte réponse serait désirable,
Ia Cour prend toutes mesures utiles pour accélérer la
procédure. Si elle ne siége pas lorsque la demande est
présentée, la Cour est convoquée pour tenir audience et
délibérer & son sujet.»

Es preciso sefialar que la necesidad de inspirarse en el pro-
cedimiento contencioso en la medida en que sea aplicable, de-
riva directamente del Articulo 68 del Estatuto de la Corte.

En cuanto a la parte final del Articulo 87 del Reglamento se-
ria practicamente inaplicable a estos casos, porque es casi im-
posible que un recurso contra una sentencia del Tribunal Admi-
nistrativo se relacione con una «cuestién juridica actualmente
pendiente entre dos o varios Estadoss.

Antes de examinar concretamente el procedimiento que debe
seguirse ante la Corte, segin el Articulo 66 del Estatuto y los
Articulos 87 y siguintes del Reglamento, hay que recordar que
la Corte debera pronunciar sus opiniones consultivas en audien-
cias publicas, previa notificacién al Secretario General de las
Naciones Unidas, a los representantes de los Miembros de las
Naciones Unidas, de los otros Estados y de las organizaciones
internacionales directamente interesadas (Arts. 67 del Estatuto
y 91 del Reglamento). La solicitud de opinién consultiva, en estos
casos, debe ser dirigida a la Corte por el Secretario General de
la Organizacién de las Naciones Unidas, luego de la decisién del
Comité a que se refiere el Articulo 11 del Estatuto del Tribunal
Administrativo de las Naciones Unidas.

La Corte, en los dos casos en que ha sido solicitada su opinion
consultiva en este tipo de asuntos, ha recibido del Secretario
General un expediente «con todos los documentos que puedan
arrojar luz sobre la cuestién» (Art. 65.2 del Estatuto de la Cor-
te). Estos documentos deben trasmitirse a la Corte junto con la
solicitud de opinién consultiva, o inmediatamente después, se-
gin lo dispuesto en el Articulo 88 del Reglamento de la Corte.

La Corte ha hecho las notificaciones a los Estados que ten-
gan derecho a comparecer ante ella y a toda organizacién inter-
nacional que a juicio de la Corte o de su Presidente si la Corte
no estuviese reunida, puedan suministrar alguna informacién
(Art. 66.1 v 2). Aunque estas organizaciones internacionales han
sido en estos dos casos, hasta hoy, sélo organizacicnes intergu-
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bernamentales, compartimos la opinién de Jiménez de Aréchaga
en el sentido de que, de acuerdo con la Carta y con el Estatuto,
podrian ser también organizaciones no gubernamentales, criterio
que la Corte siguié en el caso de la opinién consultiva sobre el
caso de Namibia, en que se acepté una exposicién escrita de la
Liga Internacional para los Derechos del Hombre * b, Por dlti-
mo, la Corte ha fijado plazo para recibir las exposiciones escri-
tas, dentro del término establecido por el Presidente (Art. 66.2
del Estatuto).

En el caso referente a la Sentencia n.° 158 del Tribunal Ad-
ministrativo de las Naciones Unidas, ante la existencia de dudas
respecto de si el texto del Sr. Fasla remitido a la Corte por el
Secretario General expresaba con exactitud los puntos de vista
. del interesado, la Corte decidié que podria presentar posterior-
mente una versién corregida de sus opiniones .

En este mismo caso la Corte decidié no celebrar audiencias
piblicas consagradas a las exposiciones orales, que la Corte tiene
facultad discrecional para disponer o no ®. La falta de procedi-
miento oral, en el cual, por imperativo del Estatuto de la Corte,
no podria presentarse el funcionarie afectado por el fallo del
Tribunal, no ha sido estimada por la mayoria de la Corte como
un obsticulo que le impida dar la opinién consultiva solicita-
da®. Lo que imponen los principios generales de derecho apli-
cables, es que deba existir siempre la posibilidad de todas las
partes interesadas —en igualdad de trato— de presentar los ele-
mentos de juicio que estimen necesarios *. Jiménez de Aréchaga

50 bis. Revision of the Rules of Court, Draft Report, Rules of Court
on Advisory Opinions, Prepared by Judge Jiménez de Aréchaga, 19 June
1970, Rules Committee, Working Document 70/15, pp. 27-31. Después de
expresar que: «Further reflection and study of the question leads to the
conclusion that the adjective "public’ was not utilized in Article 66, in con-
trast to Article 34, in order to permit the Court also to invite a non-govern-
mental international organization, provided the Court considers that this
organization is likely to furnish useful information on the question under
advice», estudia la historia de la cuestion desde 1929, para concluir: «It may
be objected that use is made only of 'travaux préparatoires’, However, a’
contextual interpretation of Article 71 of the Charter, Articles 34 and 66
of the Statute and 85 (2} of the Rules, would lead to the conclusién that in
Article 66, paragraphs 2 and 3, the omission of the qualification "public’
was deliberate and was designed to include non-governmental organizations
in these particular provisions». «This secems to have been the position
taken by the Court when it allowed the International League for the
Rights of Man to present a statement in the Stafus of South West Africa
Advisory Opinion».

51. C.IJ, Recueil, 1973, parrafo 6, p. 6.

32. C.IJ, Recueil, 1973, parrafo 9, p. 6.

53. C.IJ., Recueil, 1973, parrafo 35, p. 18.

34. C.1.J., Récueil, 1973, parrafo 35, p. 18.
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ha estudiado la cuestién, haciendo una minuciosa recapitulacién
de los antecedentes de la posibilidad de que no haya procedi-
miento oral y la interpretacién gramatical de los parrafos 2, 3
v 4 del Articulo 66 del Estatuto de la Corte en que esta posibi-
lidad estd prevista, mediante ¢l empleo de la conjuncién «o»,
y ha concluido que:

«This proposal raises, naturally, the vexata gquestio of
whether it is possible to do away with either the written
or the oral proceedings in the exercise of advisory func-
tions.

The Court has already decided that it can dispense
with oral proceedings in the interest of the equality of
the parties before the Court. (I.L.O. Administrative Tri-
bunal case).

This appears to be a correct interpretation of the
Statute, taking into account the flexible nature of Arti-
cle 66, the deliberate use of the word or’ in the three
paragraphs, 2, 3 and 4, where reference is made to written
or to oral statements, and particularly the use of the
words ‘or both’ in the second line of paragraph 4 of the
same Article, )

It is submited that the Court should avail itself of
this option, dispensing with written proceedings in the
interest of an accelerated procedure, just as it has dis-
pensed with oral proceedings in the interest of equality
of the parties» ™ bis,

En el caso referente a la Sentencia n.° 273 del Tribunal Admi-
nistrativo de las Naciones Unidas, la Corte por ordenanza del
6 de agosto de 1981, tomé nota de que el Secretario General,
en aplicacion del Articulo 11, parrafo 2, comunicé que tomaria
las disposiciones necesarias para trasmitir a la Corte la opinién

54 bis. Jiménez de Aréchaga, cit., pp. 25, 26 ¥ 27. Y en otro estudic ha
reiterado sus opinién diciendo: «De acuerdo al Estatuto es perfectamente
posible prescindir en el procedimiento consultivo de la fase oral o de la
fase escrita. Ello resulta del texto del art. 66 del Estatuto; del empleo de-
liberado de la conjuncién copulativa ‘o’ en los pardgrafos 2, 3 ¥ 4 cuando
se refieren a declaraciones orales o escritas y en particular, del uso de las
palabras 'o de ambas clases’ en el paragrafo 4 del mismo articulo. De acuer-
do a su jurisprudencia anterior la Corte ha igualmente prescindido de
Ia fase oral en interés del principio de igualdad de las partes en aque-
llos casos en que, por tratarse de recursos contra decisiones de Tribunales
administrativos, no era posible dar audiencias a los funcionarios interna-
cionales afectados». (La Reforma del Procedimiento de la Corte Interna-
cional de Justicia, Revista Uruguaya de Derecho Internacional, N.° 3, Mon-
tevideo 1974, p. 14).
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del sefior Mortished, que es la persona afectada por el fallo
del Tribunal, y fijé el 30 de octubre de 1981 como fecha de ex-
piracién del plazo en el que las exposiciones escritas pueden
serle sometidas en aplicacién del Articulo 66.2 del Estatuto.

Segin el procedimiento establecido por el Articulo 66 sélo
los Estados y las organizaciones internaciales pueden presentar
exposiciones ante la Corte. Entre cstas organizaciones, en el caso
del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas, se encuen-
tran las Naciones Unidas propiamente dichas y la Organizacion
de Aviacién Civil Internacional, organismo especializado de las
Naciones Unidas que ha reconocido la competencia del Tribunal
Administrativo segn el régimen previsto por el Articulo 14 del
Estatuto. Pero como ya expresamos cn el parrafo 16, dada la
redaccién actual del Estatuto del Tribunal Administrativo de
las Naciones Unidas, no cabe la posibilidad del recurso de refor-
ma ante la Corte contra una Sentencia del Tribunal Adminis-
trativo de las Naciones Unidas en el caso de un fallo en una
demanda de un funcionario conira la OACI.

Podria darse el caso de que el funcionario de las Naciones
Unidas, objeto del fallo, haya sido antes funcionario de otra
organizacién internacional y por ello ésta puede «suministrar
alguna informacién sobre la cuestién». En estos casos también
esa 0 esas organizaciones internacionales o no gubernamentales,
podrian comparecer por escrito ante la Corte, segin el parrafo 2
del Articulo 66 de su Estatuto.

Como el funcionario afectado por el fallo impugnado no pue-
de presentar directamente sus puntos de vista ante la Corte, ello
podria afectar el principio de la igualdad gue debe respetarse
necesariamente en el procedimiento. Por eso la Corte en el caso
del Fallo n.° 158 del Tribunal Administrativo estimd, ya que lo
referente a esta misma obligacién respecto del Articulo 12 del
Estatuto del Tribunal Administrativo de la OIT se estudiara por
separado, que el hecho de que el Articulo 11 del Estatuto del
Tribunal imponga al Secretario General el deber de remitir la
opinién del funcionario interesado, que como dice la Corte no
puede ser controlada en su contenido por el Secretarioc Gene-
ral ¥, aseguraba la no violacion de este principio de la igualdad.
Por lo demais, la Corte recordé la Resolucién 957 (X) de la Asam-
blea General que después de haber adoptado el Articulo 11 del
Estatuto del Tribunal Administrativo recomendé a los Estados
Miembros que se abstuvieran de presentar exposiciones orales
ante la Corte.

55. C.II., Recueil, 1973, parrafo 34, p. 17. Véase C.I.1., Recueil, 1956, p. 1.
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De tal modo el procedimiento se reduce a la exposicién escri-
ta del funcionario, remitida por el Secretario General, v a las
exposiciones escritas de los Estados interesados y de la organi-
zacion internacional segun et Articulo 66 del Estatuto de la Corte.
No puede haber exposicién oral del funcionario interesado, ya
que no estd habilitado para presentarse, pero como hasta ahora
no han habido exposiciones orales de los Estados interesados
o de la organizacién internacional, en cumplimiento a la Reso-
lucién 957 (X), no se ha podido llegar a afectar, en la realidad,
el principio de la igualdad. Por eso la Corte, luego de expresar
que «su finalidad es vigilar que las partes interesadas tengan la
posibildad de expresar en condiciones de equidad e igualdad
sus puntos de vista para que ella misma pueda disponer de in-
formaciones adecuadas...»*, esiimé que estos extremos estan
satisfechos con el procedimiento establecido por el Articulo 11
del Estatuto del Tribunal, en la forma en que ha sido aplicado
en virtud del Articulo 65 del Estatuto de la Corte v de la Reso-
Iucién 957 (X) de la Asamblea General.

Segun ¢l Articulo 90 del Reglamento, la opinién consultiva
se emite, luego de deliberacién, por la Corte en sesién plenaria.
No estudiaremos el proceso de deliberacién y redaccién de fa sen-
tencia, regulado por la Resolucién Sobre la Préctica Interna de
la Corte en Materia Judicial del 12 de abril de 1976, pero es
preciso recordar que esta forma de actuacién se realiza en virtud
de la aplicabilidad, en principio, a las opiniones consultivas de
las disposiciones sobre el procedimiento contencioso.

La opinién contiene el nombre de los jueces que han consti-
tuido la mayoria y todo juez puede, si lo desea, hacer acompaifiar
la opinién de la Corte de su opinién individual o desacuerdo,
o la simple constancia de su disentimiento.

22. Por tltimo, corresponde estudiar los efectos de la opi-
nién consultiva de la Corte en estos tipos de casos segin lo dis-
puesto en el Articulo 11 del Estatuto del Tribunal.

Ya nos hemos referido a las objeciones que se han hecho en
la forma en que estos efectos necesarios estan impuestos por el
Articulo y cémo la Corte ha entendido que, pese a estas criticas,
dicho régimen no inhibe, en principio, a la Corte de emitir la
opinion consultiva solicitada. Nos remitimos a lo que antes he-
mos expuesto al respecto cn el parrafo 12.

Las situaciones que puedan darse luego de que la Corte emita
su opinién consultiva, son las siguientes:

56. C.I.J., Recueil, 1973, parrafo 39, p. 20,
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a) La Corte es de opinién de que el Tribunal Administrativo
no ha incurrido en ninguna de las causales de impugnacién es-
pecificadas en el parrafo 1 del Articulo 11. El fallo en este caso
es definitivo y no cabe ya ningin otro recurso.

b) La Corte ha encontrade que el Tribunal ha incurrido en
una ¢ en varias de las causales de impugnacién.

En este caso se pueden dar las siguientes posibilidades:

I} El Secretario General puede, directa o indirectamente, dar
efecto a la opinién de la Corte. Es decir, que el Secretario Ge-
neral es competente para dejar sin efecto el fallo del Tribunal,
de acuerdo con la opinién de la Corte.

IT) En defecto de la precedente actitud, el Secretario Gene-
ral puede solicitar que el Tribunal se retina especialmente. En
este caso el Tribunal puede:

i) Confirmar su fallo original, Este segundo fallo confirma-
torio del Tribunal seria definitivo, ya que no se prevé ningin
recurso contra él, v

i} Emitir un nuevo fallo. Este mismo fallo seguira, total
0 parcialmente, la opinién de la Corte.

IIT} Si el Secretario General no ha solicitado una reunién
especial del Tribunal, éste, en su préxima reunién, puede adop-
tar dos actitudes:

i) Confirmar su fallo original, vy
ii) Emitir un nuevo fallo conforme a la opinién de la Corte.

Esta compleja gama de posibilidades plantea multiples pro-
blemas, ya que son muy diversas las opciones que se abren y
algunas de ellas, como por ejemplo la b) IT) ii), permitiria, in-
clusive, pensar tedricamente en la posibilidad de que el Tribunal
en su nuevo fallo acogiera algunos de los criterios sostenidos por
la Corte sobre las diversas causales de impugnacién al fallo ori-
ginal del Tribunal y rechazara otras. En este caso habria un nue-
vo fallo del Tribunal gue no ratificaria los criterios de la senten-
cia original, ni seguiria plenamente la opinién de la Corte. Pero
no entraremos en este andlisis, no sélo porque hasa hoy no ha
existido ningun caso en que se ha dado esta posibilidad, sino
porque, razonablemente, es casi imposible que se dé en el futuro.

Interesa, si, sefialar que los efectos que el Estatuto del Tri-
bunal da a las opiniones consultivas de la Corte, no implican
necesariamente el cumplimiento obligatorio de las mismas, sino
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un régimen de consecuencias especiales, segin las diferentes
situaciones que encara el Articulo 11, parrafo 3 del Estatuto.

Como ya hemos indicado en el parrafo 12, estos efectos espe-
ciales dados a una opinién consultiva de la Corte, por un instru-
mento internacional distinto de la Carta y del Estatuto de la
Corte, diferente del efecto que resultaria de la aplicacion estricta
v exclusiva de la Carta y del Estatuto de la Corte, no ha sido
juzgada por la propia Corte como incompatible o inconciliable
con la posibilidad de dar la opinién consultiva que se le ha soli-
citado. Ya dimos, también en ese parrafo, nuestra opinién acor-
de, con reservas, con este criterio.

I11

23, El Articulo XII del Estatuto del Tribunal Administrativo
de la OIT, dice:

«1. En los casos en que el Consejo de Administracién
de la Oficina Internacional del Trabajo o el Consejo de
Administracién de la Caja de Pensiones impugnen una de-
cisién del Tribunal que confirme su competencia o con-
sideren que una decision del Tribunal estd viciada por
una falta esencial en el procedimiento ceguido, el Con-
sejo de Administracién sometera con caracter consultivo
a la Corte Internacional de Justicia la cuestion de la va-
lidez de la decisién del Tribunal.

2. La opinién que emita la Corte serd 'obligatoria’.»

24. El Anexo del Estatuto del Tribunal Administrativo de la
OIT, que establece el régimen aplicable para las organizaciones
internacionales otras que la OIT, que reconocen la competencia
del Tribunal, dispone:

«El Estatuto del Tribunal Administrativo de la Orga-
nizacién Internacional del Trabajo, se aplica integralmen-
te a las organizaciones internacionales de caracter inter-
gubernamental que, de acuerdo con su Constitucién o
con sus reglas administrativas internas reconozcan la
competencia del Tribunal y declaren formalmente que
aceptan sus reglas de procedimiento, de acuerdo con el
parralo 5 del Articulo II de su Estatuto, a reserva de las
disposiciones siguientes que, en caso de afectar en algu-
nas de esas organizaciones, se aplica en la forma si-
guiente:
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Articule XII, parrafo 1,

En los casos en que el Consejo Ejecutivo de una Or-
ganizaciéon Internacional que haya formulado la declara-
cién prevista en el parrafo 5 del Articulo II del Estatuto
del Tribunal que confirme la competencia o considere
que una decisién del Tribunal estd viciada por una falta
esencial en el procedimiento seguido, el Consejo Ejecu-
tivo interesado sometera con caracter consultivo a la
Corte Internacional de Justicia la cuestién de la validez
de la decision del Tribunal.»

25. El Articulo XII del Estatuto del Tribunal Administrati-
vo de la OIT fue adicionado al Estatuto originario -——que era,
a su vez, el del Tribunal Administrativo de la Sociedad de Na-
ciones, enmendado por la Asamblea el 18 de abril de 1946, y
vuelto a enmendar en 1949 para hacer posible que otros orga-
pismos internacionales reconocieran su competencia, por deci-
sién de la Conferencia Internacional del Trabajo—, a propuesta
del Consejo de Administracion, en 1949.

La razon de esta adicién fue la siguiente: en 1946 el Consejo
de Administracién de la Oficina Internacional del Trabajo tomé
conocimiento de un conjunto de sentencias pronunciadas por el
antiguo Tribunal Administrativo de la Sociedad de Naciones,
antes de su transformacién en Tribunal Administrativo de ia
OIT. Estas sentencias declaraban inaplicable, respecto de los fun-
cionarios involucrados, la resoluciéon adoptada por la Asamblea
de la Sociedad en 1939, reduciendo de cuatro afios a seis meses
la indemnizacién en el caso de licenciamiento de funcionarios
permanentes. La Asamblea General de la Sociedad de Naciones
antes de disolverse en 1946, estimé por el Tribunal se habia ex-
cedido en su competencia y decidié no cumplir esas sentencias.
Frente al malestar suscitado por esta decision de la ex-Asamblea
de la Sociedad de Naciones, el Presidente del Consejo de Admi-
nistracién de la OIT sugiri6 que se buscase una férmula para
evitar que situaciones andlogas pudieran producirse en el futuro.
La férmula proyectada consistié en atribuir a la Corte Interna-
cional de Justicia la competencia de pronunciarse, en base »
una opinién consultiva, de efecto obligatorio, que podria ser
pedida por el Consejo de Administracién si éste estimaba que
el Tribunal habia pronunciade una sentencia en base a una afir-
macién errénea de su competencia o si su fallo estaba viciado
por un error esencial en el procedimiento seguido, para que la
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Corte se pronunciase sobre la validez de la sentencia del Tri-
bunal 7,

26. En cuanto al recurso, su objeto y su compatibilidad con
la Carta v con el Estatuto de la Corte, nos remitimos a lo dicho
con respeto al recurso contra las sentencias del Tribunal Admi-
nistrativo de las Naciones Unidas. La opinién expuesta por la
Corte en el caso planteado en 1956 por la UNESCO, coincide
sobre este punto con lo que ya hemos analizado, expuesto en
1973, en el caso referente a la Sentencia n.° 158 del Tribunal
Administrativo de las Naciones Unidas. Tanto los criterios afir-
mados como las criticas al procedimiento, son analogos ®.

Nuestra opinién coincidente con la de la mayoria de la Cor-
te, ya ha sido expuesta.

27. Siguiendo el mismo método que hemos usado para ana-
lizar el régimen del Articulo 11 del Estatuto del Tribunal Admi-
nitrativo de las Naciones Unidas, estudiaremos el procedimiento
establecido por el Articulo XII del Estatuto del Tribunal Admi-
nistrativo de la OIT.

Primero, en cuanto al érgano que puede solicitar la opinién
consultiva de la Corte.

El Consejo de Administracién de la OIT est4 autorizado para
pedir una opinién consultiva a la Corte, segin lo dispuesto en
el parrafo 2 del Articulo 96 de la Carta, en virtud de que el
Articulo XI del Acuerdo de 1946 entre las Naciones Unidas y la
OIT prevé que la Organizacion podra pedir a la Corte opiniones
consultivas por la via de la Conferencia General o del Consejo,
cuando aquella lo autorice. En 1949 la Conferencia Internacional
del Trabajo, bajo reserva de las cuestiones juridicas relativas a
las relaciones entre la OIT, las Nacioncs Unidas v otros organis-
mos especializados, dio al Consejo de Administracién una auto-
rizacion general. El ejercicio de la competencia prevista por el
Articulo XII del Estatuto del Tribunal Administrativo constituye,

57. F. Wolf, Le Tribunal, op. cit, Etudes et Documents, p. 65. La
nota 1 de esta pagina indica la bibliografia sobre este asunto v remite,
en lo esencial, al Boletin Oficial de la OIT, 31/VIII/46, vol. XXIX, N~ 1.

38. Sobre la naturaleza del recurso dijo la Corte en 1956: «La demande
d'avis consultatif présentée conformément 3 larticle XII, n'est pas un
appel quant au fond du jugement. Elle se limite & une contestation de la
décision du Tribunal affirmant sa compétence ou 4 des cas de faute essen-
tielle dans la procédure. En dehors de cela, il n'y a aucun recours contre
Ies décisions du Tribunal adminisiratif. Une contestation de I'affirmation
de compétence ne peut étre transformée en une procédure contre la fagon
dont la compétence a été excrcée ou contre Ic fond de la décisions.
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por tanto, uno de los casos en que el Consejo de Administracién
de la Oficina Internacional del Trabajo puede actuar para pedir
una opinion consultiva a la Corte.

Sepun el Articulo XII del Estatuto del Tribunal, también el
Consejo de Adminisiracién de la Caja de Pensiones es competente
para impugnar una sentencia del Tribunal Administrativo. Pero
la peticién de una opinién consultiva a la Corte sélo puede ser
hecha directamente por el Consejo de Administracion de la OIT
que es el que, de acucrdo con lo anteriormente expuesto, estd
autorizado por el Acuerdo entre las Naciones Unidas y la OIT
y por la Conferencia Internacional del Trabajo para solicitarla.

Con respectc a las otras organizaciones internacionales que
han reconocido la competencia de! Tribunal Administrativo de
la OIT, el Anexo al Estatuto del Tribunal en la parte referente
a la aplicabilidad del Articulo XII, dispone que «en los casos
en que el Consejo Ejeculivo de un organismo internacional haya
formulado la declaracién prevista en el parrafo 5 del Articulo 2
del Tribunal» ... «e]l Consejo Ejecutivo autorizado someterd con
caracter consultivo a la Corte Internacional de Justicia la cues-
tién de la validez de la decisién del Tribunal». Sin embargo, hay
que precisar que aunquc no lo dice este Anexo, sélo poedran pe-
dir la opinién consultiva a la Corte los Consejos Ejecutivos de
los Organismos Especializados de las Naciones Unidas que han
reconocido la competencia del Tribunal. Las otras organizacio-
nes internacionales intergubernamentales que han reconocido
esta competencia, pero que no son Organismos Especializados
(Arts. 57-60 de la Carta de las Naciones Unidas), no pueden pe-
dir opiniones consultivas a la Corte en virtud de lo dispuesto por
el Articulo 96, parrafo 1, de la Carta.

En cuanto a la UNESCO, es util precisar, por el antecedente
existente de la opinién consultiva de 1956, que esta Organizacién
Especializada esta habilitada para pedir opiniones consultivas en
virtud del Articulo XII del Acuerdo con las Naciones Unidas del
14 de diciembre de 1946. La Conferencia General de la UNESCO
—al enmendar el Articulo V de la Convencidn del 16 de noviem-
bre de 1945 que cred la UNESCO y establecié su Constitucion—
autorizé al Consejo Ejecutivo, en los intervalos de las sesiones
de la Conferencia General, a solicitar opiniones consultivas de
la Corte.

28. Hasta el dia de hoy ninguna opinién consultiva ha sido
pedida por el Consejo de Administracién de la OIT. El tnico
caso en que ha sido solicitada esta opinién, bajo el régimen del
Articulo XII del Estatuto del Tribunal de la OIT, ha sido el
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planteado, como ya expusimos, por el Consejo Ejecutivo de la
UNESCO.

Aunque sélo un caso ha llegado hasta hoy a la Corte en apli-
cacién del Articulo XII del Estatuto del Tribunal Administrative
de la OIT, creemos, como ya dijimos en el parrafo 7, que el
solo hecho de la existencia de este recurso constituye una garan-
tia que ha traido como consecuencia que el Tribunal haya tenido
que extremar el cuidado y la atencion en el ejercicio de su com-
petencia jurisdiccional.

29. La solucioén de atribuir a los Consejos de Administra-
cién o Consejos Ejecutivos la competencia de pedir en estos
casos una opinién consultiva a la Corte Internacional de Justi-
cia, es distinta, en cuanto al érgano que puede solicitarla, a la
adoptada en el Articulo 11 del Estatuto del Tribunal Adminis-
trativo de las Naciones Unidas.

Es imposible que la solicitud pueda ser hecha por la o las
personas afectadas, en virtud de que las opiniones consultivas
solo pueden solicitarse por los érganos del as Naciones Unidas
y por los Organismos Especializados autorizados por la Asam-
blea General (Art. 96.2 de la Carta). Esto, sin embargo, no signi-
fica que los funcionarios afectados no puedan dirigirse al Con-
sejo de Administracion o al Consejo Ejecutivo pertinente, pidien-
do que ejerzan su competencia de solicitar una opinién consul-
tiva a la Corte.

30. El Estatuto del Tribunal Administrativo de la OIT no
prevé, a diferencia del Estatuto del Tribunal Administrativo de
las Naciones Unidas, que el funcionario afectado por el fallo,
¢l Director General o un Estado Miembro, pueden impugnar el
fallo del Tribunal v pedir al Consejo de Administracién de la
Organizacién Internacional del Trabajo o al Comsejo Ejecutivo
de la organizacién especializada involucrada, que solicite a la
Corte Internacional de Justicia una opinién consultiva.

Esta situacién, sin duda objetable, ha sido estudiada por la
Corte en su opinién consultiva de 1956. Aun considerando criti-
cable la solucién adoptada en el Articulo XII del Estatuto del
Tribunal, la Corte no llegd a estimar que esta circunstancia obs-
taba a que emitiera su opinién. Dijo:

«Dans l'article XII, on a cherché & surmonter cette
difficulté et & aboutir néanmoins 4 un examen par la
Cour et & une décision de celle-ci par le moyen d'une de-
mande d’avis consultatif é¢manant du Conseil exécutif.

A celui-ci et a lui seul est reconnue la prérogative de pou-
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voir contester un jugement du Tribunal administratif, La
particularité de cette procédure est que la voie consulta-
tive est substituée a la voie contentieuse que le Statut
de la Cour ne permettait pas de suivre.

La Cour n’a pas & apprécier les mérites d'une telle
procédure ni les motifs qui ont conduit 4 I'adopter. Elle
doit rechercher seulement si son Statut et son caractere
judiciaire font ou non obstacle a ce qu'elle se préte &
I'exercice d’une telle procédure en donant suite a la de-
mande d’avis.

Selon une pratique généralement acceptée, les voies
de recours contre un jugement sont ouvertes également
a l'une et a l'autre partics. Chacune de celles-ci dispose
de facultés égales pour la présentation de ses moyens
devant le juge appelé A en connaitre. 1.'idée d’égalité des
parties & une instance judiciaire trouve dans une autre
matiére une expression dans l'article 35, paragraphe 2,
du Statut de la Cour qui, en confiant au Conseil de Sécu-
rit¢ le soin de régler les conditions d'accés a la Cour
d’Etats que ne sont pas parties au Statut, ajoute: ’sans
qu'il puisse en résulter pour les parties aucune inégalité
devant la Cour’. Or la voie consultative ici instituée com-
porte une certaine inégalit¢ entre 1'Unesco et les fonction-
naires tant a4 son point de¢ départ que dans sa mise en
oeuvre.

Tout d’abord, en contestant les quatre jugements et
en s'adressant & la Cour, le Conseil exécutif a exercé un
droit qui est & la disposition de lui seul. Les fonctionnai-
res ne disposent d’aucun droit semblable a l'égard des
jugements du Tribunal administratif. Nonobstant sa por-
tée limitée, Particle XIT du Statut du Tribunal adminis-
tratif a conféré sur ce point un droit exclusif au Conseil
exécutif.

L'inégalité ainsi constatée n'est pas, en réalité, une
inégalité devant la Cour. Elle est antérieure a l'examen
de Ia question par la Cour. Elle n'affecte pas la maniére
dont la Cour procéde a cet examen. Au surplus, en l'es-
peéce, cette inégalité reste quelque peu théorique parce
que les fonctionnaires ont eu gain de cause devant le Tri-
bunal administratif et qu’en conséquence ils ne sauraient
avoir de griefs & formuler. Cela étant, il n'est pas néces-
saire pour la Cour de se prononcer sur la valeur en droit
de l'article XII du Statut du Tribunal administratif. S'en
tenant aux données de Pespece, il lui suffit de constater
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que le fait que le Conscil exécutif était seul & pouvoir
ouvrir la procédure ne constitue pas un motif pour écar-
ter la demande d’avis» *.

Y en 1973, en el caso del fallo n 158 del Tribunal Adminis-
trativo de las Naciones Unidas, Jiménez de Aréchaga, en su opi-
nion individual, sefialé la diferencia a este respecto entre el Ar-
ticulo 11 del Estatuto del Tribunal Administrativo de las Nacio-
nes Unidas y el Articulo XTI del Estatuto del Tribunal Adminis-
trativo de la OIT, dejando cntrever la mayor garantia que ofre-
ce con respecto a la apertura del recurso ante la Corte, el pri-
meramente citado. Dijo asi:

«De plus, il est expressément prévu que la procédure
de réformation peut étre engagée sur requéte de l'une
quelconque des parties au différend sur lequel porte le
jugement, ce qui donne & chacune de ces parties la ga-
rantie supplémentaire de pouvoir entamer la procédure
de réformation. (Sois dit en passant, dans larticle XII
du statut du Tribunal administratif de 'OIT, sur la base
duquel la Cour a rendu son avis de 1956, alors que le
Consel d’administration de 'organisation intéressée, qui
est composé d’'Etals, est habilité & contester le jugement,
on n'a pas jugé nécesaire d’accorder cette méme garan-
tie supplémentaire aux deux parties au différend ini-
tial») % biv,

Pero la falta de prevision expresa del derecho de los funcio-
narios a plantear la cuestién ante el Consejo, no implica, como
afirmamos en el parrafo anterior, que un funcionario, o su Go-
bierno, no puedan pedir al Consejo de Administracién o al Con-
sejo Ejecutivo correspondiente, que este érgano cjerza la com-
petencia que le asigna el Articulo XII del Estatuto del Tribunal,
Se trataria del ejercicio de su derecho genérico de peticién. Por
ello esta tramitacién no estd sujeta a ningin procedimiento es-
pecifico.

Es importante destacar que para nosotros el funcionario afec-
tado por un fallo del Tribunal Administrativo de la OIT tiene
el derecho de peticién para plantear al Consejo de Administra-
cién de la Oficina Internacional del Trabajo o del Consejo Eje-

539. C.IJ, Recueil, 1956, pp. 12 y 13.
339 bis. Opinién individual Jiménez de Aréchaga, C.1.J., Recueil, 1973,
p. 83.
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cutivo del organismo especializado pertinente, su solicitud de
que se demande una opinién consultiva a la Corte. Un petitorio
del funcionario dirigido al Presidente del Consejo en tal sen-
tido, no podria, en principio, considerarse como una actitud vio-
latoria de los deberes funcionales o inaceptables para la Admi-
pistracion ™ .

En los casos recientes en que algunos funcionarios han pe-
dido al Consejo de la OIT o al Consejo Ejecutivo de la OMS
que se ejerza esta competencia, la respuesta, siempre negativa,
ha sido comunicada por el Presidente del respectivo Consejo *.

31. En cuanto a las causales de impugnacién sélo son dos,
a diferencia del caso del Tribunal Administrativo:

a) Impugnacién de una decision del Tribunal que afirma
su competencia,

El texto del Articulo XII del Estatuto del Tribunal Adminis-
trativo de la OIT sobre estas causales difiere a la causal analoga
prevista en el Articulo 11 del Estatuto del Tribunal Administra-
tivo de las Naciones Unidas {(que «el Tribunal se ha extralimitado
en la jurisdiccién o competencia o que el Tribunal no ha ejercido
la jurisdiccién que le ha sido conferidas). Sin duda la causal del
Articulo XII, a este respecto, tiene un ambito mas limitado que
la causal analoga prevista en ¢l Articulo 11, en especial porque
en el caso del Tribunal Administrativo de la OIT, seria dificil
poder sostener que cabria impugnar una sentencia del Tribunal
Administrativo, en base a la afirmacién de que el Tribunal no
habria ejercido la competencia que le ha sido conferida.

La Corte Internacional de Justicia, sin entrar concretamente
a este punte, ha dicho respecto de la interpretacién del Articu-
lo XII en lo que se refiere a la causal que estamos analizando:

«La Cour est ici invitée & prononcer sur la compéten-
ce du Tribunal Administratif. L'article XII du Statut de
ce Tribunal qui est & Ia base de la demande d’avis a fait
apparaitre que ce qui est en cause c’est la décision du
Tribunal affirmat sa compétence, donc le dispositif sur

59 ter. Por carta del 31 de mayo de¢ 1965 a un funcionario de la OIT
—en la que éste decia que pensaba dirigirse a los miembros del Consejo
de Administracion para pedirles que se solicitara una opinién consultiva
sobre el fallo N° 83 del Tribunal—, ¢l Director General expresd: «gu'une
prise de contact éventuelle avec les membres du Conseil d’administration
était inadmissible...» (Tribunal Administratif, OIT, Affaire Jurado, Juge-
ment N° 101, p. 2).

60. Maria Adriana de Villegas, La Cour de Justice et Nous, UN Special,
N.» 387, février 1982, p, 24.
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ce point de son jugement. La Cour n'est pas limitée a
Yexamen des motifs que le Tribunal Administratif a ex-
presséement invoqués & ['appui de sa décision; elle doit
arriver, pour les motifs gqu’elle jugera déterminants, & sa
propre décision au sujet de la compétence du Tribunal.

Les termes ‘compétent pour connaitre’ employés dans
la demande d’avis signifient qu'il s’agit de déterminer si
le Tribunal administratif était juridiquement qualifié
pour examiner les requétes dont il était saisi et statuer
au fond sur les prétentions qui y étaient énoncées, Le fait
que le Tribunal aurait bien ou mal jugé au fond, qu'il
aurait bien ou mal interpreté et appliqué le droit pour
juger au fond n’affecte pas sa compétence. Celle-ci doit
étre appréciée en recherchant si la requéte était de celles
dont l'examen au fond releve de la connaissance du Tri-
bunal administratif selon les dispositions gouvernant la
compétence de celui-ci, Cette distinction enire la compé-
tence et le fond est trés importante dans le régime ju-
ridique du Tribunal administratif. Les erreurs que le Tri-
bunal administratif peut étre¢ amené a commettre au
sujet de sa compétence sont susceptibles d'étre redressées
par la Cour sur demande d’avis émanant du Conseil exé-
cutif. Les crreurs de fait ou de droit que commettrait le
Tribunal administratif dans ses jugements sur le fond ne
peuvent pas donner lieu a une telle procédure: a ses ju-
gements sur le fond s’applique purement et simplement
la disposition de l'article VI du Statut du Tribunal por-
tant que les jugements de celui-ci son ‘définitifs et sans
appel’» ®.

Y ha agregado:

«De méme la Cour n'a pas & retenir 1'allégation suivant
laquelle le Tribunal compétent pour connaitre de la re-
quéte aurait, dans sa décision rendue sur elle, commis un
dépassement de compétence (excess of jurisdiction) ou
excés de pouvoeir. L'article XII du Statut du Tribunal ne
vise que la contestation d’«une décision du Tribunal affir-
mant sa compétence», La demande d’avis fondée sur cet
article ne peut cotrairement a ce qu’a soutenu |'Unesco,
s'étendre au grief selon lequel le Tribunal aurait 'dépassé

61. C.LI, Recueil, 1956, p. 14. La cuestién se desarrolla ampliamente

entre las paginas 14 y 25,
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les limites de sa compétence... dans l'examen des litiges’.
Ce grief, a le supposer admis, ne saurait conduire a dire
que le Tribunal n'était pas compétent pour connaitre de
la requéte.

Dans ces conditions, la Cour n'a pas & examiner la pré-
tention selon laquelle la validité des jugements du Tri-
bunal serait viciée par un dépassement de compétence du
fait quil a été accordd des indemnités ex aequo et bono.
Elle se bornera & dira que si le Tribunal, dans les motifs
de sa décision sur le fond, a dit 'que la réperation sera
assurée ex aequo et bono par 'allocation au requérant du
montant ci-apres’, le contexte ne fait nullement apparai-
tre que le Tribunal ait entendu par la se départir des prin-
cipes du droit. Il a voulu seulement énoncer que, le calcul
du montant de l'indeminté ne pouvant pas étre déduit
de régles de droit posées a cet effet, il entendait fixer
ce que la Cour a, en d'autres circonstances, appelé la jus-
te mesure de la réparation, le chiffre raisonnable de celle-
-ci (Affaire du Détroit de Corfou, arrét du 15 décember
1949, C.I1.J. Recueil 1949, p. 249)» ®.

Estos conceptos de la Corte son suficientemente claros, y a
nuestro juicio correctos, para caracterizar y limitar la primera
de las posibles causales de impugnacién ante la Corte de una
sentencia del Tribunal Administrativo de la OIT.

b) Consideracion de que una decisién del Tribunal esta vi-
ciada por una falta esencial en el procedimiento seguido.

También en este caso, la causal en el Articulo XII del Esta-
tuto del Tribunal Administrativo de la OIT no coincide exacta-
mente con la prevista en el Articulo 11 del Estatuto de]l Tribu-
nal Administrativo de las Naciones Unidas («ha cometido un error
fundamental de procedimiento que ha impedido que se hiciera
justicia»). En el caso de esta causal, el Articulo i1 del Estatuto
del Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas parece ser
mas limitativo o restrictivo que el Articulo XII del Estatuto del
Tribunal de la OIT, porque exige que el error «fundamental»
(«falta esencial» dice el Articulo XII del Estatuto del Tribunal
de la OIT) haya «impedido que se hiciera justicia». El Estatuto
del Tribunal de la OIT requiere sélo una falta esencial en el pro-
cedimiento seguido, sin que se exija la demostracién de que esa

62. C.1.1., Recueil, 1956, p. 27.
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falta se ha traducido en el resuliado de haber impedido que se
hiciera justicia.

Sobre esta causal la Corte no llegé a pronunciarse en el caso
de la opinién consultiva de 1956, ya que:

«La question I énoncée dans la présente demande
d'avis concerne seulement une contestation de la décision
affirmant la compétence. Elle ne se réfere pas a Pautre
chef de contestation prévu i Particle XII, & savoir la
faute essentielle dans la procédure suivie. Le Statut du
Tribunal Administratif aurait pu prévoir d’autres raisons
de contester la décision du Tribunal que celles énoncées
dans {’article XII. Il ne I'a pas fait. C’est la raison pour
laquelle, en conséquence, la Cour, dans la cadre de cet
article —le seul article auquel il est fait référence dans
la demande d'avis consultatif—, ne peut répondre i la
question II» %,

32. En cuanto al procedimiento, el Estatuto del Tribunal Ad-
ministrativo de la OIT, es mucho menos explicito que el del
Tribunal Administrativo de las Naciones Unidas.

Nada se dice, como ya hemos expucsto en el parrafo 28, so-
bre el procedimiento ante el Consejo.

Nada existe tampoco respecto a los plazos dentro de los que
el Consejo puede actuar.
Nada hay, finalmente, sobre el procedimiento ante la Corte.

La Corte, naturalmente, aplicara —y aplic6 en el caso en el
que opind en 1956— el Articulo 66 de su Estatuto v las formas
pertinentes de su Reglamento en la forma que ya analizamos en
el parrafo 21. Para evitar repeticiones nos remitimos a lo que
alli expresamos.

En el caso del Articulo XIT del Estatuto del Tribunal Admi-
nistrativo de la OIT, no se prevé especialmente que se haga lle-
gar a la Corte la opinion del funcionario afectado. Si esta opinién
no llegara a la Corte se afectaria el principio de igualdad, ya
que el Consejo al presentar el recurso dara, naturalmente, a co-
nocer su opinién a la Corte, pero el funcionario no podria ha-
cerlo. Esta desigualdad teérica fue salvada en el caso de la
UNESCO en 1956, al informar el Consejero Juridico de la UNES-
CO, que elevaria a la Corte las observaciones formuladas por los
beneficiarios de las Sentencias Ntims. 17, 18, 19 y 21 del Tribu-

63. C.LJ., Recueil, 1956, p. 26.
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nal Administrativo® y que la Organizacién, después de haber
hecho llegar su exposicién escrita inicial y las opiniones de los
funcionarios, no se beneficiaria de su facultad de presentar nue-
vos documentos o alegaciones ®, por lo que la Corte no estimé
que se habia violado, efectivamente, ¢l principio de la igualdad
de las partes.

Como solo los Estados v las organizaciones internacionales
pueden comparecer en el procedimiento oral ante la Corte ~—ade-
mas del procedimiento cscrito en que se reciben las comuni-
caciones de todas las partes inleresadas, incluso las que a través
de la Organizacién haga llegar el funcionario afectado—, la Cor-
te ha optado por no efecluar esta etapa oral, para no desequili-
brar la necesaria igualdad. Sobre la regularidad de supresién del
procedimiento oral, asi como sobre la posibilidad de que las
organizaciones no gubernamentales puedan hacer llegar a la Cor-
te expresiones escritas, nos remitiremos a lo dicho en el parra-
fo 21.

33, En cuanto a los efectos de la opinién consultiva, el
péarrafo 2 del Articulo XIT del Estatuto dispone que tendra fuer-
za obligatoria. En el caso en que emitié su opinién en 1936, la
Corte estimé que este extremo no viciaba la esencia misma del
recurso y que lo hacia incompatible en el instituto de las opinio-
nes consultivas. Dijo entonces:

«L'avis ainsi demandé aura, aux termes de larticle
XII du Statut du Tribunal Administratif, "force obliga-
toire’. Cette conséquence de 1'avis dépasse la portée atta-
chée par la Charte et le Statut de Ja Cour a un avis con-
sultatif. Toutefois, cette disposition n'est pas autre chose
qu'une régle de conduite pour le Conseil exécutif, regle
qui déterminera la suite 2 donner par lui a l'avis de la
Cour, Elle n'affecte en rien lc mode selon lequel la Cour
fonctionme: celui-ci reste fixé par son Statut et son Re-
glement. Elle n’affecte ni le raisonnement par lequel la
Cour formera son opinion, ni le contenu de l'avic lui-
méme. Par conséquent, le fait que l'avis de la Cour sera
accepté comme ayant force obligateire ne fait pas obsta-
cle a ce que suite soit donde & la demande d’avis» .

64, C.I.J., Recueil, 1956, p. 1.
65. C.I.J., Recueil, 1956, p. 13.
66. C.IJ., Recueil, 1956, p. 11.
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Este criterio fue reiterado en 1973, como ya hemos visto, en
el caso del fallo n° 158 de] Tribunal Administrativo de las Na-
ciones Unidas, aunque también en esta ocasién se expresaron
varios votos discordes en la Corte, que repitieron y ampliaron
los criterios contrarios a esta férmula que habian sido expuestos
en 1956.

Ya hemos dado nuestra opinién favorable, con reservas, a
la tesis sostenida por [a Corte Internacional de Justicia.

34. Salvo el caso de la existencia de una de las dos causa-
les de impugnacién, y cuando se puso en aplicacién el Articulo
XII del Estatuto del Tribunal Administrative de la OIT, el fallo
del Tribunal es definitivo y obligatorio, sin perjuicio, natural-
mente, de la posibilidad de ejercer, en los casos en que ello
sea pertinente, el recurso de revision.

v

35. EI extenso analisis que hemos efectuado de los Articu-
los 11 del Estatuto del Tribunal Administrativo de las Naciones
Unidas y XII del Estatuto del Tribunal Administrativo de la Or-
ganizacién Internacional del Trabajo, muestra, a nuestro juicio,
la necesaria utilidad de la existencia de este tipo de recurso.

Es cierto que su regulacion ha planteado y plantea serios
problemas. Pero las dificultades existentes no son insuperables.
Deberia hacerse un esfuerzo para proyectar una reforma de los
Articulos XII y 11, que armonizara las soluciones a adoptar y
permitiera la aprobacion de dos textos analogos y paralelos que,
tomando en cuenta los resultados de la experiencia de los dos
Tribunales, lo que resulta de la jurisprudencia de la Corte Inter-
nacional de Justicia y los aportes de la doctrina, llegara a solu-
ciones similares, aunque no necesariamente idénticas, en cuanto
a los derechos de los funcionarios afectados, de los Estados y de
las organizaciones internacionales involucradas para plantear
ante el Comité de Reforma (caso de las Naciones Unidas) o ante
los respectivos Consejos Ejecuivos o de Administracién (casc del
Tribunal de la OIT) la solictud de una opinién consultiva, en
cuanto a las causales de impugnacién, en lo que respecta al pro-
cedimiento ante el Comité o los Consejos Ejecutivos o de Admi-
nistracién v en lo que se refiere a los efectos de la opinidn
consultiva de la Corte Internacional de Justicia.

Armonizar los dos regimenes no significa adoptar uno en des-
medro del otro. Quiere decir —sin perjuicio de aceptar la posi-
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bilidad de dos textos diferentes en el caso de los dos Tribuna-
les en lo que se refiere al recurso ante la Corte— que debe ha-
cerse un esfuerzo para mejorar estos dos Articulos (el XII y el
11 de los dos Estatutos), dandoles una estructura analoga y so-
luciones similares y paralelas que mejoren ambos textos y reco-
jan lo mejor de los dos, eliminando las diferencias injustificables
y los defectos existentes.

Lo que no puede aceptarse, dentro del proceso dirigido al
progreso de la justicia administrativa internacional, es el orgullo
«provinciano» de considerar a priori —sin argumentacion cien-
tifica valida— mejor el Estatuto del Tribunal Administrativo
de las Naciones Unidas que el de la OIT, o viceversa, y resistirse
a un analisis comparativo de las soluciones de ambos, hecho con
el loable propésito de mejorar las férmulas existentes.






